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RESUMEN 
 
 
 
El presente trabajo de investigación es un análisis jurídico del acceso de Clientes Libres a 
infraestructura de transmisión eléctrica perteneciente a Sistemas Garantizados de Transmisión. 
Dicho acceso, puede ser realizado -en grado de fuerza- a través de una resolución de Mandato 
de Conexión emitida por OSINERGMIN en aplicación del principio de libre acceso a redes; no 
obstante, dicha medida, puede reducir la inversión privada pues no contempla las repercusiones 
que tiene en los derechos y obligaciones de los concesionarios de los sistemas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ABREVACIONES 
 
 
 
 
 
SGT: Sistema Garantizado de Transmisión 
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SCT: Sistema Complementario de Transmisión 
COES: Comité de Operación Económica del Sistema  
SEIN: Sistema Eléctrico Interconectado Nacional 
LCE: Ley de Concesiones Eléctricas 
OSINERGMIN: Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería.  
LGE: Ley para asegurar el desarrollo eficiente de la Generación Eléctrica.  
BOOT: Built, Own, Operate and Transfer.  
ATS: Abengoa Transmisión Sur 
CDA: Cerro de Águila. 
TISUR: Terminal Internacional del Sur 
SEAL: Sociedad Eléctrica del Sur 
ADINELSA: Empresa de Administración de Infraestructura Eléctrica S.A.  
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INTRODUCCIÓN 
 
 
 
 
La energía eléctrica es un recurso secundario básico para la satisfacción de distintas necesidades 
del ser humano1. A través de su utilización, no sólo se facilita el quehacer diario, sino también 
se permite la operación de industrias de diversa magnitud que son el motor de nuestra economía 
nacional.  
 
Por ello, la interconexión de redes de trasmisión eléctrica es un propósito que interesa a la 
colectividad en general, en el entendido que su consecución permitirá abastecer de energía a los 
usuarios más apartados de las líneas troncales del Sistema Eléctrico Interconectado Nacional. 
Estos usuarios pueden ser desde una familia que requiere energía para la atención de actividades 
domésticas – denominados Usuarios Regulados del servicio público de distribución- hasta las 
industrias de gran envergadura que utilizan considerables cantidades de energía para el 
funcionamiento de sus operaciones –generalmente Usuarios Libres que realizan tratos directos 
con las generadoras-. 
 
En razón de ello, la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobada por Decreto Ley N° 25844, ha 
instaurado el principio de libre acceso a redes en dicha actividad, a fin de que cualquier titular 
de una concesión de transmisión pueda utilizar las redes ya construidas. Ello, sin mayor requisito 
que los establecidos en la Resolución de Consejo Directivo N° 091-2003-OS/CD Procedimiento 
para fijar las condiciones de uso y acceso libre a los sistemas de transmisión. 
 
Por otro lado, partiendo de la premisa que la actividad de transmisión –por la cual se concretiza 
o no la interconexión de redes- ha sido establecida en la Ley de Concesiones Eléctricas como 
un servicio público, el Estado ha evidenciado que se encuentra imposibilitado de brindarla 
eficientemente por cuestiones de presupuesto, tecnología, etc. En consecuencia, ha buscado 
                                                        
1 Una de las características de la electricidad es que es considerada una fuente de energía secundaria, pues se 
genera a partir del consumo de fuentes de energía primaria como carbón, petróleo, entre otros. MIRANDA 
VELASQUEZ, C., SALAZAR RIOS C., y otros., “La industria de la electricidad en el Perú: 25 años de aportes al 
crecimiento económico del país”, Osinergmin, Lima, 2016, p. 28. 
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establecer un marco jurídico adecuado que permita el desarrollo de las líneas de transmisión por 
el régimen de concesiones.  
 
En ese sentido, a través de un Plan de Transmisión ha identificado las líneas de transmisión 
prioritarias a ser construidas -denominándolas Sistema Garantizado de Transmisión (SGT)- y 
convocado a las empresas privadas a concurso de licitación para la suscripción de contratos B. 
O. O. T. por los cuales se construyan y operen las mismas. Dichas decisiones han dado sendos 
resultados favorables, permitiendo al estado enfocarse en los demás sectores que requieren su 
atención. 
 
No obstante, se ha manifestado un encuentro de intereses de algunos actores que operan bajo el 
régimen descrito. Los privados, a quienes se les otorgó en concesión líneas del SGT, estarían 
trasgiversando la utilidad pública que ostentan dichas redes, al abusar de la posición favorable 
que les otorga ser titulares de su propiedad –momentáneamente- y operadores de las mismas en 
exclusividad.  
 
La casuística ha demostrado que, ante la solicitud de un tercero para conectarse a las líneas de 
transmisión pertenecientes a un SGT, los concesionarios condicionan el mismo al cumplimiento 
de determinadas prestaciones onerosas. Los principales argumentos expuestos para dichas 
exigencias, son aquellos relacionados con las obligaciones pactadas con el Estado a través de la 
suscripción de contratos B.O.O.T., como la devolución de todos los activos al término de la 
concesión y la seguridad de una estructura tarifaria que les brindaba dicha figura.  
 
En este marco de ideas, se evidenciaría en los hechos una aparente colisión entre el derecho del 
Usuario Libre de acceder a las redes de transmisión de los SGT sin ningún condicionamiento 
mayor que lo establecido por la norma y, por otro lado, la obligaciones y derechos de los 
concesionarios de las redes de transmisión, que han sido previa y válidamente pactados.  
 
La etapa de trato directo, por consiguiente, es manifiestamente estéril, motivo por el cual se 
recurre a la aplicación de lo dispuesto por la Resolución de Consejo Directivo N° 091-2003-
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OS/CD, por la cual se puede solicitar la emisión de un Mandato de Conexión para que –en grado 
de fuerza- se permita el acceso de las redes de transmisión del tercero.  
 
No obstante, el encuentro de los intereses de las partes subsiste y las resoluciones emitidas por 
el regulador son calificadas como arbitrarias. Ello, por no contemplar en sus criterios el marco 
jurídico especial por el que se desarrollan los Sistemas Garantizados de Transmisión, así como 
su finalidad.  
 
En esa línea. el presente trabajo pretende demostrar, a la luz de las categorías jurídicas 
constitucionales y administrativas que fundamentan el contenido esencial del servicio público 
de transmisión que, bajo un análisis jurídico sistemático de nuestra legislación, es factible hallar 
una respuesta clara y armonizadora al supuesto de hecho descrito. Existiendo así, la posibilidad 
de plasmar dicho contenido en criterios de evaluación de las resoluciones de Osinergmin. 
 
De ahí que, en el capítulo I nos dedicaremos a desarrollar la evolución regulatoria del sector 
eléctrico y el cambio de paradigma que se produjo respecto de la industria, a fin de exponer la 
construcción y finalidad del marco jurídico vigente. 
 
En el capítulo II expondremos los fundamentos jurídicos que nos permitirán establecer a la 
actividad de transmisión eléctrica como un servicio público, así como una descripción sucinta 
de la regulación y diseño actual de la industria eléctrica.  
 
En el capítulo III, describiremos la naturaleza jurídica y función de las resoluciones de Mandato 
de Conexión, así como el procedimiento que el regulador ha dispuesto para obtener el mismo.  
 
Finalmente, en el capítulo IV, presentaremos los criterios adoptados por el regulador en las 
últimas resoluciones de Mandatos de Conexión emitidas, incidiendo en aquella que se ciñe a 
discutir las características intrínsecas de los Sistemas Garantizados de Transmisión y el perjuicio 
que conlleva la aplicación irrestricta del principio de Libre Acceso a Redes. 
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Capítulo 1: LA REFORMA DEL SECTOR ELÉCTRICO  
 
Es menester del presente capitulo exponer los principales hitos jurídicos en la evolución de la 
legislación del sector eléctrico, de modo que pueda darse una clara comprensión del origen del 
marco legal que opera en la actualidad, así como los principios que lo informaron y que 
continúan primando en la interpretación legislativa. Asimismo, podremos advertir las causas 
que llevaron a los cambios sustanciales de la estructura de la industria eléctrica, relegada hasta 
entonces a un estudio superficial de sus características debido a las políticas económicas del 
Estado.  
 
1. Situación del sector eléctrico antes de la reforma 
 
Iniciada la década de los 90, el sector energético peruano se encontraba en crisis. El nivel 
de intervención del Estado, a lo largo de la evolución regulatoria de la industria y en la 
prestación del servicio de electricidad, tuvo como consecuencia la presencia de bajos 
niveles de productividad. Así también, el sector se veía afectado por factores ligados a 
la política económica y jurídica impuesta por el gobierno de turno, aunado a los ataques 
terroristas que aquejaban al país.  
 
En mayo de 1982 fue promulgada la Ley N° 25884- Ley General de Electricidad-, norma 
que evidenciaba un claro control estatal en el sector. “Dicho protagonismo se plasmó en 
el basto control que se le brindaba a la empresa estatal ELECTROPERÚ S.A., que pasó 
a tener la propiedad y representación de las acciones del Estado en el sector y ejercía la 
supervisión y coordinación de las empresas regionales de Electricidad, llegando a 
controlar el 70% del mercado peruano”.2La titularidad que ejercía el Estado era total e 
integrada, y se daba en todas las actividades del servicio de electricidad que se concebían 
como un conjunto: generación, transmisión y distribución. 
 
                                                        
2 ELECTROPERÚ, las empresas regionales de electricidad y los sistemas aislados, de propiedad del Estado, 
producían el 70% de la oferta total de energía eléctrica en el país. En su mayor parte (75%), provenía de centrales 
hidroeléctricas. CAMPODÓNICO SANCHEZ H., Las reformas estructurales del sector eléctrico peruano y las 
características de la inversión 1992-2000, Serie: Reformas Económicas, CEPAL, p.7.  
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En ese contexto, se dibujaba en la industria un escenario que excluía la competencia de 
toda la actividad, evidenciada en las condiciones poco favorables para la promoción de 
la misma, las cuales eran – a modo de ejemplificación-: presencia de empresas públicas 
titulares de monopolios legales, manejo de actividades del servicio de electricidad de 
manera verticalmente integrada, insuficiencia de recursos para inversión en 
infraestructura, demanda de energía que excedía nuestra capacidad de generación, 
continuos racionamientos de energía, entre otros. 
 
Tales condiciones, demostraban que no existía un claro conocimiento de las 
características propias de la industria eléctrica para un desarrollo eficiente del servicio. 
De las cuales, podemos mencionar de manera genérica: “la imposibilidad de almacenar 
grandes cantidades de energía a costos razonables, la necesidad de un operador del 
sistema para la coordinación en tiempo real de los despachos y retiros de energía 
evitando perdidas, limitaciones en la capacidad de transporte de energía, costos hundidos 
en el desarrollo de la infraestructura de transmisión, entre otros.”3 Factores que, al no 
ser tomados en consideración, no permitían una estructuración regulatoria adecuada.  
 
Así también, se suscitaban hechos adversos que repercutían en el funcionamiento de la 
industria,  “el Fenómeno del Niño, que produjo inundaciones y sequías en diversas zonas 
del país afectando la generación hidroeléctrica, y los daños en el patrimonio estatal 
ocasionados por la acción de Sendero Luminoso”4.  
 
El colapso del sistema eléctrico era innegable, y se evidenciaba en la nula rentabilidad 
que obtenían las empresas estatales así como su poca capacidad de auto financiamiento 
                                                        
3 Para mayor información, consultar las características tecnológicas y económicas de la industria eléctrica en: 
DAMMERT A, GALLARDO J. Y GARCÍA R., “Reformas estructurales en el sector eléctrico peruano”, Osinergmin, 
Lima, 2005, pp. 10-15. 
4 La violencia desatada por el grupo terrorista Sendero Luminoso, alcanzó a dañar patrimonio público. El sector 
eléctrico reportó la destrucción de 1146 torres de transmisión, desde mayo de 1980 hasta diciembre de 1990, 
por acción terrorista. MIRANDA VELASQUEZ A., SALAZAR RIOS C. y otros, “La industria de la electricidad en el 
Perú: 25 años de aportes al crecimiento económico del país”, 1ra ed., Osinergmin, Lima, 2016, p. 104.  
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operativo5. “Una de las principales causas era el congelamiento de las tarifas, producto 
de la existencia de estructuras tarifarias políticas y de la íntima dependencia que se tenía 
de las subvenciones del Estado para aliviar los desequilibrios financieros que se 
presentasen"6. “Las consecuencias del ineficiente manejo de las empresas se mostraron 
claramente en la situación de ELECTROPERÚ que, concluido el segundo quinquenio, 
llegó a tener un déficit de hasta US$ 800 millones”7. 
 
En suma, la evidente depresión del sector reclamaba un cambio sustancial en su 
estructura, pues el desarrollo de la industria eléctrica en tales condiciones era 
insostenible. 
 
2. Reforma regulatoria del sector eléctrico. 
 
Fue el gobierno de Alberto Fujimori, el que da inicio a la “reforma del sector eléctrico” 
como parte de la reestructuración de los sectores productivos que se encontraban en 
crisis en el país. La dación de la Constitución Política de 1993, que mostraba una 
tendencia económica liberal al instaurar principios de protección de la libertad de 
empresa y la libre competencia, así como la apertura de la economía a mercados 
extranjeros, fue el instrumento jurídico base que permitió el desarrollo de la nueva 
legislación por instaurarse en el sector energético. 
 
En líneas generales, “se inició una liberalización de la gestión de los servicios públicos 
y,  luego de los aportes de un equipo técnico especializado en la materia,  la reforma se 
cristalizo en dos medidas: 1) la promulgación de la Ley de Concesiones Eléctricas el 19 
de noviembre de 1992 por Decreto Ley N° 25844 y demás normas complementarias, 
que significarían la creación del marco jurídico idóneo para atraer a la inversión privada 
                                                        
5 Las empresas no lograban cubrir los sueldos de los empleados públicos, por lo tanto, inclusive el presupuesto 
para las inversiones en infraestructura estaba limitado a reparar las instalaciones destruidas. MIRANDA 
VELASQUEZ A., SALAZAR RIOS C. y otros, “La industria de la electricidad en el Perú…cit., p. 103.  
6 Ibídem, p. 103.  
7 CAMPODÓNICO SANCHEZ H., Las reformas estructurales del sector eléctrico peruano… cit., p.15.  
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al sector y 2) la privatización de las empresas de energía de las que era titular el Estado, 
a cargo de la Comisión de Promoción de la Inversión Privada”8.  
 
Lo que pretendía dicha regulación, en suma, era suprimir el “intervencionismo” estatal 
imperante en la constitución económica del 79 y, bajo un esquema de economía de 
mercado, impulsar la libre competencia en el sector de generación eléctrica, fomentar la 
inversión en la construcción de infraestructura de transmisión y desarrollar regulación 
que impulsara la eficiencia en las actividades que por sus características recibieran un 
tratamiento de monopolio natural como son las actividades de distribución y 
transmisión.   
 
2.1. Aportes de la reforma 
 
La dación de la nueva regulación del sector eléctrico significó un cambio sustancial en 
el paradigma concebido para el desarrollo de dicha industria. Los principales cambios 
que se introdujeron - y solo aquellos que atañen a nuestro tema de investigación- los 
extraeremos de una oportuna y concisa lista realizada por SALVATIERRA 
COLOMBINA, siendo estos: 
 
- “Cambio del rol del Estado y liberalización del sector que permite el ingreso de 
capitales privados.  
- Desintegración vertical de las actividades. Se separan las mismas en actividades de 
generación, transmisión y distribución con el fin de fomentar la competencia.  
- Se instaura el principio de libre acceso a redes.  
- Fomento de la inversión privada por el establecimiento del régimen de concesiones 
y autorizaciones para distintas actividades. 
- Creación del Comité de Operación Económica del Sistema Interconectado Nacional 
(COES – SINAC) 
                                                        
8 En mayo de 1992, la Comisión de Promoción de la Inversión Privada creó Comités Especiales de Privatización 
para las empresas ELECTROLIMA y ELECTROPERÚ. Ibídem, p. 27 
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- Creación del mercado de Clientes Libres –en el cual el usuario puede concertar 
libremente los precios de la energía que le abastecen- y Clientes Regulados- cuyos 
precios por el servicio son determinados por el organismo regulador.” 
 
“La reforma se vio cristalizada con la creación del Organismo Supervisor de Energía y 
Minería y el posterior otorgamiento de carácter autónomo e independiente a través de la 
Ley Marco de Organismos Reguladores de la Inversión Privada en Servicios Públicos. 
Luego, el Decreto Supremo N° 054-2001-PCM -Reglamento General de OSINERGMIN- 
le delegaría prerrogativas como la emisión de mandatos de conexión”9 – sobre lo cual 
escribiremos a detalle en el Capítulo 3-. 
 
2.2. Post reforma 
 
La Ley de Concesiones Eléctricas prometía un escenario de múltiples beneficios para el 
inversor privado; no obstante, la inversión privada tuvo poca presencia en la 
construcción de centrales de generación, líneas de transmisión y sistemas de 
distribución. 
 
Dicha situación condujo al legislador a la conclusión que era imprescindible el 
reforzamiento de la normativa, con el objeto de clarificarla y a la vez aminorar los riesgos 
que la industria trasladaba al inversor. “Por consiguiente, se reunió a un grupo de trabajo 
– con los principales actores del sector- que produjese un proyecto de ley, que redujera 
dichas secuelas con el objeto de otorgar mayor seguridad y predictibilidad a las 
inversiones.”10 
 
                                                        
9 SALVATIERRA COMBINA, R., “Sector Eléctrico- A los veinte años de la reforma”, Themis, N° 61, 2012, p. 226.  
10 En suma, existían problemas en las tres actividades al amparo de la Ley de Concesiones Eléctricas en cuanto a 
la fijación de tarifas, crecimiento del consumo que no guardaba proporción con futuras necesidades, ausencia de 
planificación de transmisión, entre otros. DAMMERT LIRA A., GARCIA CARPIO, R. y MOLINELLI ARISTONDO F., 
“Regulación y supervisión del Sector Eléctrico”, Fondo Editorial de la PUCP, Lima, 2010, p. 273. 
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Se emitió, por lo tanto, la Ley N° 28832 –Ley para asegurar el desarrollo eficiente de 
Generación Eléctrica- la cual tenía entre sus principales objetivos afianzar la actividad 
de generación a través de la creación de condiciones adecuadas para la inversión en 
infraestructura eléctrica. Para ello, se instauró una nueva clasificación de los sistemas de 
transmisión eléctrica: 1) Sistemas Garantizados de Transmisión, como aquellos que 
serían construidos en base a un Plan de Transmisión elaborado por el Estado, licitados 
por PROINVERSIÓN, bajo el sistema de régimen de concesiones, y 2) los Sistemas 
Complementarios de Transmisión, desarrollados a iniciativa del privado que lo 
requiriese. Dicha clasificación, permitiría a los inversores interesados presentarse a los 
concursos de licitación con un panorama claro respecto de los costos y ganancias que 
tendría el proyecto. 
 
Con todo, podemos apreciar que estos cambios normativos buscaban adecuar el marco 
jurídico a las características propias de la industria poco comprendidas en un principio, 
de manera que, a través del adecuado tratamiento de cada actividad, se pudiese optimizar 
su rendimiento y productividad. 
 
2.3. Principales normas. 
 
Es de vital importancia plasmar las principales normas emitidas en el sector eléctrico 
como producto de dicha reforma: 
 
- “Decreto Ley N° 25844, Ley de Concesiones Eléctricas, la cual regula todo lo 
referente a las actividades de generación, transmisión, distribución y 
comercialización de la energía eléctrica  
- Decreto Supremo N° 009-93-EM, Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas. 
- Ley N° 28832, Ley para asegurar el Desarrollo Eficiente de Generación Eléctrica, 
que tiene por objeto perfeccionar las reglas establecidas en la Ley de Concesiones 
Eléctricas. 
- Decreto Supremo N° 027-2007-EM, Reglamento de Transmisión, cuyo conjunto de 
medidas están destinados a mejorar el marco legal Reglamento de Transmisión, 
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estableciendo preceptos orientados a la promoción del desarrollo eficiente de la 
transmisión eléctrica.11 
- Decreto Supremo N° 022-2009-EM, Reglamento de Usuarios Libres de Electricidad.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                        
11 Exposición de Motivos, Reglamento de Transmisión aprobado por D.S. N° 027-2007.-EM, el 17 de Mayo de 
2007. 
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Capítulo 2: LA INDUSTRIA ELÉCTRICA COMO SERVICIO PÚBLICO.  
 
En este capítulo pasaremos a desarrollar los fundamentos constitucionales y administrativos que 
sustentan la actividad eléctrica como servicio que, ante su desintegración en actividades de 
generación, transmisión y distribución, ha avizorado la posibilidad de introducir competencia 
en alguna de ellas.  
 
En ese sentido, resulta importante resaltar que para efectos metodológicos de la presente 
investigación -como se ha visto en la evolución regulatoria del sector-, encontraremos dos 
escenarios establecidos respecto de dicha posibilidad: 1) la actividad de transmisión como 
mercado donde se requiere regulación por el carácter de monopolio natural que ostenta y 2) el 
mercado de generación, en donde sí se admite la competencia y el Estado procura la menor 
intervención posible. 
 
Ambas se encuentran íntimamente ligadas, en tanto es a través de las líneas de transmisión que 
las generadoras tendrán la posibilidad o no de ofertar energía en el mercado nacional. Por 
consiguiente, si bien son actividades cuya situación jurídica dista una de la otra en el mercado, 
ambas han sido desarrolladas en el marco económico peruano instaurado a partir de los 90. 
 
Así también, nos enfocaremos posteriormente en desarrollar aspectos básicos de la estructura 
de la industria eléctrica, de modo podamos obtener un conocimiento genérico del marco en 
donde operan los sistemas de transmisión estudiados.  
 
1. El régimen económico como base constitucional para la inserción de la 
competencia en los servicios públicos. 
 
La presencia de las empresas, en el ámbito económico de las sociedades políticamente 
constituidas, ha sido el génesis de la incorporación de normas económicas en la pluralidad 
de constituciones existentes y del continuo desarrollo de las mismas, tanto en doctrina 
como jurisprudencia. Ello, principalmente en razón al contrapeso que significaba el 
respeto de la iniciativa privada frente a la figura del Estado “todopoderoso”, imagen de 
represión fiscal en su momento. 
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“Desde la aparición de las constituciones liberales del siglo XIX, en donde se 
reconocía una gama de derechos económicos, la iniciativa privada fue la llamada a 
crear riqueza e impulsar así el crecimiento del caudal económico”12. Ello, sin perjuicio 
del grado de intervención del Estado que variaba por factores de coyuntura política o 
de la industria, pues habían sectores que se consideraban inherentes a la actividad 
estatal o que, inclusive justifican su existencia13.  
 
En ese sentido, se vio necesario proteger dichos derechos económicos, sin soslayar el 
rol del Estado en los ámbitos considerados “claves”, recogiendo el régimen económico 
en la norma jurídica más elevada de la sociedad a fin de asegurar su máximo respeto 
 
1.1. Economía social de mercado: régimen económico peruano.  
 
En Perú, podemos hablar de una constitución económica formal a partir de la dación 
de la Constitución de 1979, pues “fue en ella en donde el legislativo incorporó en el 
Titulo III un apartado dedicado al régimen económico que adoptaría nuestro país, 
aludiendo por primera vez al régimen denominado Economía Social de Mercado”14. 
No obstante, su contenido no fue desarrollado tal como lo conocemos hoy, pues se 
caracterizaba por la presencia de un Estado notoriamente intervencionista en la 
economía15.  
 
                                                        
12 GUTIERREZ CAMACHO, W., “Constitución económica, iniciativa privada y economía social de mercado”, en 
GUTIERREZ CAMACHO, W. (Dir.)  La constitución comentada. Análisis artículo por artículo. Tomo II, Gaceta 
Jurídica, Lima, 2005, 3ª ed. p. 286 
13Ello, bajo una concepción finalista del Estado. Revisar ZEGARRA VALDIVIA D., El servicio público. Fundamentos, 
Palestra, Perú, 2005. p. 47 
14 FLORES NANO, L. “La Economía Social de Mercado. Pasado, presente y futuro”, Instituto Pacífico, Lima, 2015. 
p. 188 
15 Por la realidad nacional que vivió el país con la reforma agraria, industrial, educativa, procesos de estatización, 
entre otras, el grupo de trabajo encargado de la elaboración de esta primera constitución económica -pese al 
rechazo moderado al monopolio y oligopolio que suscribió- vio por convenientes instituir la intervención estatal 
en el ámbito empresarial y económico. FLORES NANO, L. “La Economía Social … cit., p. 203 
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Es en la Constitución de 1993, norma con una tendencia neoliberal en materia 
económica16, que se dan notables avances en la incorporación o modificación del 
articulado que dibujaría con mayor claridad lo que significaba tener una Economía 
Social de Mercado. Así, se establece en el Art. 58 dicho régimen, junto a principios 
y libertades que esclarecerían el rumbo que deseaba tomar el Estado en materia 
económica.  
 
Sobre lo que se entiende por Economía Social de Mercado se ha debatido y escrito 
mucho hasta el presente. Los intentos de conceptualización por parte de la doctrina 
han sido numerosos, encontrando desde una posición que sostiene lo impropio del 
rótulo hasta la convicción de que no es posible conceptualizar el mismo17.  
 
Alcanzará para los fines del presente trabajo remitirnos a lo expuesto por el Tribunal 
Constitucional, quien como máximo intérprete de las normas contenidas en la Carta 
Magna, nos da sólidas luces sobre el tema.  
 
“La economía social de mercado parte de la premisa que el mejor sistema para 
la asignación y distribución de recursos es aquel que propicia la concertación 
libre entre oferta y demanda, puesto que de este modo se promueve el despliegue 
de las iniciativas de los seres humanos, se incentiva la competencia creadora y 
se impulsan las innovaciones tecnológicas. Al Estado en este esquema le 
corresponde crear las condiciones para que las actividades económicas privadas 
                                                        
16 Para la escuela de Friburgo, lugar donde se forjó la Economía Social de Mercado, el objetivo primordial y 
requisito indispensable de un sistema neo-liberal consistía en que el proceso económico debía operar en base a 
las reglas establecidas en el mercado. No obstante, consideraban que éste no es un don natural, sino el producto 
de un conjunto de reglas establecidas por el Estado y que es necesario proteger, mediante su ordenamiento 
jurídico, contra tendencias de degeneración que le son inmanentes. KLOTEN, N., “La Economía Social de Mercado 
como sistema económico y su otorgamiento en la República Federal Alemana”, en Economía social de mercado, 
Instituto Peruano de Estudios Humanistas, Fundación Hans Seidel, Lima, 2001, p. 193.    
17 Para Guzmán Napurí el término “economía social de mercado” es errático y nos puede llevar a confusiones 
muy pocos de sus defensores postulan que el mercado pueda funcionar sin distorsiones. Por lo tanto, no habría 
diferencia entre dicho término y el concepto de economía de mercado. GUZMAN NAPURÍ, C., La constitución 
política: Un análisis funcional, Gaceta Jurídica, Lima, 2015.  
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se desarrollen de manera libre y competitiva, procurándoles un marco para su 
desarrollo eficiente, que redunde en mejores productos y a precios competitivos 
para los consumidores y usuarios…” 18 
 
Dichas condiciones se concretizaron cuando se consagró constitucionalmente la 
libertad de empresa, libertad de comercio, el pluralismo económico, el principio de 
subsidiaridad, se sanciono el abuso de posiciones dominantes y se protegió la Libre 
Competencia. 
 
En esa línea de ideas, podemos concluir que una Economía Social de Mercado parte 
como primer fundamento de la convicción que 1) el mercado es el mejor invento 
para el desarrollo y funcionamiento de la economía, lo que se evidencia en los 
beneficios de la posibilidad de libre elección del particular sobre los bienes que 
desea adquirir. Para ello, los competidores deben observar estándares de calidad, 
precio, tecnología, etc. que optimizan sus procesos, con el propósito de lograr 
finalmente la preferencia del usuario.  Y, complementando tal premisa, -como 
segundo fundamento- es claro para el constituyente que 2) “la existencia de un 
mercado competitivo no comporta necesariamente la consecución de justicia o 
equidad”19, por lo que fue necesario ligarlo al concepto de bien común. “De este 
modo, en el carácter “social” de la economía, la persona humana no solo queda 
elevada al mismo grado de importancia que los fines en materia económica, si no la 
presupone, pues dicho régimen no tendría sentido sin ella”20. 
 
                                                        
18 EXP. N° 00048-2004-PI-TC, Sentencia del 01 de abril de 2005, Fundamento jurídico, Nro. 12 
19 GUTIERREZ CAMACHO, W., “Constitución económica, iniciativa privada y economía social de mercado”, en 
GUTIERREZ CAMACHO, W. (Dir.)  La constitución comentada. Análisis artículo por artículo. Tomo II, Gaceta 
Jurídica, Lima, 2005, 3ª ed. p. 286 
20 Aquí cabría recordar que, tanto la Constitución de 1979 y 1993 incorporan como norma de apertura la noción 
de primacía de la persona humana y de su dignidad. Por ende, el desarrollo legislativo y la interpretación del texto 
constitucional no pueden omitir esa premisa ética. FLORES NANO, L. “La Economía Social de Mercado. Pasado, 
presente y futuro”, Instituto Pacífico, Lima, 2015. p. 188 
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1.2. Régimen económico peruano y el mercado eléctrico. 
 
Las notas características de la Economía Social de Mercado han sido contempladas 
e introducidas en la regulación eléctrica vigente a través de la dación de la Ley de 
Concesiones Eléctricas. Es en ella donde se instaura la posibilidad que, en el sector 
eléctrico, concebido hasta entonces como un servicio público de absoluta titularidad 
del Estado, pueda otorgarse en concesión todas las actividades. No obstante, si bien 
existe una política de fomento de la inversión privada que se manifiesta en la 
apertura del Estado a que las actividades del subsector eléctrico puedan ser 
gestionadas por particulares, no se deja de lado la finalidad de dichas disposiciones.  
 
Las condiciones creadas para que exista una mayor presencia de inversores 
nacionales o extranjeros, tienen como principal y primer objeto el impulsar el 
mercado de generación y transmisión eléctrica. Ello, a fin de abastecer de energía 
con mayor prontitud y eficiencia, a los ciudadanos que no contasen aún con dicho 
servicio público. Es decir, la introducción de la competencia tiene como premisa 
alcanzar la finalidad “social” del régimen económico peruano.  
 
2. El reconocimiento de la industria eléctrica como servicio público. 
 
2.1. Noción de servicio público en el marco jurídico peruano.  
  
“La categoría jurídica del servicio público resulta de notable importancia, pues ha sido 
punto de referencia para definir en qué medida el Estado debe o no intervenir en la 
economía de un país”21.  Ello, a la luz de la existencia de actividades que, por sus 
características e importancia en la satisfacción de necesidades básicas del hombre, son 
consideradas como inherentes a la función estatal. 
 
                                                        
21 ZEGARRA VALDIVIA D., El servicio público. Fundamentos, Palestra, Perú, 2005, p. 10 
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Consideramos que el concepto brindado por LEON DUGUIT nos permitirá una clara 
comprensión respecto del contenido de la institución jurídica del servicio público. El 
autor indica: 
 
“El servicio público es toda actividad cuyo cumplimiento debe ser regulado, 
asegurado y controlado por los  gobernantes, porque el cumplimiento de esa 
actividad es indispensable para la realización y el desenvolvimiento de 
interdependencia social y, porque, además es de tal naturaleza que no puede ser 
completamente asegurara sino mediante la intervención de la fuerza 
gobernante”.22  
 
Como expone el autor, se trataría de actividades consideradas esenciales para el libre 
desarrollo del ciudadano. 
 
En nuestra legislación constitucional, no encontramos un concepto específico de lo que 
podemos entender por servicio público pese a su alusión en algunos artículos. No 
obstante, podemos desarrollar algunas ideas en lo descrito en el extenso Art. 58, el cual 
establece:  
 
“…Bajo este régimen el Estado orienta el desarrollo del país y actúa en las áreas 
de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, servicios públicos e 
infraestructura…”.  
 
Claramente, el legislador ha limitado la actuación del Estado a seis áreas específicas, 
dentro de ellas a la prestación de servicios públicos. Ahora bien, pese a no contar con 
una conceptualización constitucional clara de ésta institución jurídica, la inserción del 
enunciado en el artículo descrito nos permite concluir dos aspectos relevantes: 1) los 
                                                        
22 JEZÉ, GASTÓN, Los principios generales del Derecho Administrativo, Reus, Madrid, 1928, 2ª ed. 
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servicios públicos son actividades consideradas “importantes”, por lo cual 2) el Estado 
debe velar por una adecuada promoción en la materia.  
 
En esa línea de ideas, consideramos importante seguir a ZEGARRA VALDIVIA quien 
expone los elementos fundamentales del servicio público que gran parte de la doctrina 
ha acogido, como son los componentes: “1) orgánico, que significa que la prestación del 
servicio está a cargo de Administración Pública, 2) funcional, que implica que la 
actividad sea de interés general y 3) material, a través de la implementación de un 
régimen jurídico ajeno a la esfera privada”.  
 
De acuerdo a lo expuesto, verificamos que la actividad eléctrica es un servicio público 
pues 1) su titularidad se encuentra en manos del Estado, necesitando el particular acudir 
a un régimen concesional o de permiso para poder efectuarla, 2) es ciertamente una 
actividad de interés general pues se requiere de la generación de energía así como el 
desarrollo de redes para transportarla a todos los usuarios que lo requiriesen a nivel 
nacional y 3) existe un marco jurídico creado específicamente para regular tal.   
 
Sin perjuicio de lo anterior, cabe resaltar que “es el Estado quien debe determinar -
tomando en consideración los aspectos expuestos-, a través de una norma jurídica, qué 
actividad será considerada como servicio público”23. Por ello, nos remitiremos a indicar 
la norma que ha determinado que las actividades eléctricas son consideradas servicios 
públicos.  
 
2.2. Determinación de las actividades eléctricas como servicio público. 
 
El Art. 2 de la Ley de Concesiones Eléctricas establece las actividades eléctricas que son 
determinadas como un servicio público. En ese sentido, es claro que las instalaciones 
                                                        
23 JEZÉ, GASTÓN, Los principios generales del Derecho Administrativo, Reus, Madrid, 1928, 2ª ed. p. 288. Jezé 
considera que la labor de determinación sólo atañe a los gobernantes. En ese sentido, son única y exclusivamente 
servicios públicos aquellas necesidades de interés general que los gobernantes en cierto país y en una época 
determinada han resuelto satisfacer por el procedimiento del servicio público.  
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por las cuales se lleva a cabo dicha actividad ostentan calidad de “utilidad pública”, tal 
como lo establece la norma.  
 
 “Artículo 2.- Constituyen Servicios Públicos de Electricidad:  
a) El suministro regular de energía eléctrica para uso colectivo o destinado al 
uso colectivo, hasta los límites de potencia fijados por el Reglamento; y,  
b) La transmisión y distribución de electricidad.  
El Servicio Público de Electricidad es de utilidad pública. 
 
Por consiguiente, evidenciamos que no solo las características propias del servicio de 
electricidad – actividades en su conjunto-  configuran a la actividad de transmisión 
eléctrica como un servicio público, sino también la presente norma, emitida válidamente 
por el legislador, que elimina toda duda respecto a su condición.  
 
3. Diseño y regulación de la actividad de transmisión eléctrica.  
 
Como bien se desarrolló en el Capítulo I, sobre la reforma del sector eléctrico, la dación 
de las normas jurídicas pertinentes permitió que se realizaran los cambios sustanciales 
necesarios en el diseño de la industria eléctrica, con el cometido de lograr un manejo 
eficiente del servicio e impulsar la inversión en infraestructura. A continuación, 
realizaremos un breve resumen de sus principales instituciones a fin de otorgar una 
mayor comprensión sobre su funcionamiento y así, posteriormente, pasar a desarrollar 
el problema. 
 
3.1. Diseño de la industria eléctrica. 
 
El Decreto Ley N° 25844 -Ley de Concesiones Eléctricas- ha divido el servicio público 
de electricidad en tres actividades: a) generación, b) transmisión y c) distribución, 
pues como se expuso la separación permitiría introducir competencia en aquellas 
actividades que lo admitiesen.  
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El ente creado para coordinar las actividades del sistema y mitigar así el impacto de las 
particularidades del abastecimiento de energía en tiempo real es el Comité de 
Operación Económica del Sistema (COES). Dicho comité, se encuentra conformado 
por los generadores, transmisores, distribuidores y usuarios libres.  
 
A continuación, podemos apreciar el diseño de la industria eléctrica en el siguiente 
gráfico: 
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Por otro lado, el Art. 8 de la norma también establece que, en relación a la retribución 
económica por la prestación de dichas actividades, operará un “1) régimen de libertad 
de precios para los suministros que puedan efectuarse en condiciones de competencia”, 
que significa que las partes son libres de concertar el precio que consideren conveniente 
a sus intereses, y un 2) “régimen de precios regulados en aquellos suministros que por 
su naturaleza lo requieran, en los cuales OSINERGMIN deberá intervenir en la fijación 
de las tarifas” pues al existir sólo un proveedor del servicio podrían existir abusos en su 
determinación unilateral. 
 
Por otra parte, en relación a lo previamente expuesto, la regulación del sector distingue 
dos tipos de consumidores del servicio de energía: “1) los clientes regulados, definidos 
como aquellos que están sujetos a regulación de precios” y 2) “los clientes libres, 
aquellos que tienen la posibilidad de negociar directamente con los suministradores de 
energía por las grandes cantidades de que requieren”.  
 
3.2. Características y marco regulatorio de la actividad de transmisión eléctrica. 
3.2.1. Una industria de redes y monopolio natural. 
 
La actividad de transmisión presenta rasgos y problemas particulares, debido a que 
es una industria que opera a través de redes, las cuales son consideradas facilidades 
esenciales24 para el traslado de la energía y hacer factible el acceso de los 
suministradores, distribuidores o clientes libres al SEIN – Sistema Eléctrico 
Interconectado Nacional-. Es decir, se presenta como un elemento imprescindible 
                                                        
24 Podemos establecer a las facilidades esenciales como los bienes necesarios para participar en determinada 
actividad productiva, pero que es propiedad de un competidor y, por tanto, este tiene incentivos o argumentos 
para negarse a ofrecerlo a las empresas. En Perú, el concepto adquirió importancia ante la privatización de 
empresas estatales y promoción de la inversión privada en servicios públicos. Específicamente, en el caso de la 
industria eléctrica, fue utilizado en la actividad de transmisión, por ser la misma inherentemente un monopolio 
natural. “La industria de la electricidad en el Perú: 25 años de aportes al crecimiento económico del país”, 
Osinergmin, Lima, 2016, p. 28. 
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para lograr la interconexión nacional que busca el marco regulatorio, de modo se 
pueda afianzar la prestación del servicio. 
 
Por otro lado, queda patente la calidad de monopolio natural que también ostenta 
dicha actividad pues la existencia de un sólo proveedor para el servicio otorga un 
resultado óptimo para su desarrollo. Ello, no debe ser observado como una 
característica desfavorable de la actividad; al respecto nos ilustra POSNER: 
 
“…un monopolio natural es también un resultado del mercado, generado cuando 
los costos fijos son muy altos respecto a la demanda del bien o servicio. Ello 
genera que sea más eficiente que una sola empresa provea toda la demanda a 
que lo hagan varias, lo cual lo convierte, en este caso, en un resultado 
espontaneo. En consecuencia, el monopolio resulta inevitable porque es el 
procedimiento más barato para organizar una actividad económica.” 
 
En ese sentido, podemos concluir que existen actividades inherentemente 
monopólicas y que están llamadas a ser realizadas por un solo operador, pues se 
produciría una pérdida de recursos al intentar duplicar la misma.  
 
La actividad de transmisión eléctrica es una de ellas, pues la construcción de la 
infraestructura de redes de transmisión requiere de inversiones iniciales cuantiosas, 
“resultando manifiestamente ineficiente montar dos líneas de transmisión paralelas 
cuando una sola puede realizar el trabajo”25. Por lo tanto, debe buscarse el medio 
que permita evitar tal desembolso a fin que dicho caudal económico pueda ser 
dirigido al sector que lo requiriese con mayor urgencia.  
 
3.2.2. Actividad de transmisión eléctrica y los sistemas de la Ley de Concesiones Eléctricas. 
 
 
                                                        
25 QUIROGA M. “A mayor regulación, mayor competencia: El caso de la interconexión en las industrias de 
Electricidad y Telecomunicaciones”, Derecho y Sociedad, N° 45, 2015, p. 201. 
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Podemos definir a la actividad de transmisión eléctrica como aquel “conjunto de 
líneas, subestaciones con transformadores que elevan o reducen la tensión para 
permitir las interconexiones y diferentes equipos, incluyendo las instalaciones de 
soporte o postes, destinados al transporte de electricidad desde los puntos de 
producción hasta los centros de consumo o distribución”.26 En ese sentido, 
reafirmamos que dicha actividad se manifiesta como facilitadora de la competencia 
en la actividad de generación, en la medida que las generadoras podrán ofertar la 
energía que produzcan a cualquier cliente, sean éstos Clientes Libres o 
Distribuidores,  con independencia de donde se encuentre el punto de final de 
suministro.  
 
De aquí que, la actividad de transmisión eléctrica es operada por el COES a través 
del Sistema Eléctrico Interconectado Nacional (SEIN), el cual está integrado 
actualmente por dos tipos de sistemas:  “1) Sistema Garantizado de Transmisión, 
como aquellas instalaciones que son desarrolladas a través de licitaciones y que 
forman parte de un Plan de Transmisión aprobado por el Estado y el 2) Sistema 
Complementario de Transmisión, instalaciones construidas por iniciativa del 
particular y que no se encuentran en dicho Plan de  Transmisión”. 
3.2.3. Desarrollo de infraestructura de transmisión eléctrica por el régimen de concesiones.  
 
La posibilidad de la privatización de infraestructura y servicios públicos, se ha 
cristalizado en diversos proyectos y servicios a través de la utilización, por parte de 
La Agencia de Promoción de la Inversión Privada (PROINVERSIÓN)27, de 
                                                        
26 DAMMERT LIRA A., GARCIA CARPIO, R. y MOLINELLI  ARISTONDO F., “Regulación y supervisión del Sector 
Eléctrico”, Fondo Editorial de la PUCP, Lima, 2010. p. 71 
27 La Agencia de Promoción de la Inversión Privada – PROINVERSIÓN, es un organismo técnico especializado, 
adscrito al Ministerio de Economía y Finanzas, con personería jurídica de derecho público, autonomía técnica, 
funcional, administrativa, económica y financiera. Promueve la inversión privada mediante Asociaciones Público 
Privadas, Proyectos en Activos y Obras por Impuestos, para su incorporación en servicios públicos, infraestructura 
pública, en activos, proyectos y empresas del Estado, conforme a sus atribuciones. 
https://www.proinversion.gob.pe/modulos/JER/PlantillaStandard.aspx?are=0&prf=1&jer=7140&sec=35 
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diversas figuras contractuales que han relegado el tradicional “contrato de obra 
pública” a supuestos específicos.  
 
La necesidad de financiamiento o co-financiamiento privado para la construcción 
de infraestructura pública evidenció tanto al sector público como privado, las 
ventajas de realizar un trabajo en conjunto. Por un lado, se aliviaría la presión en el 
siempre insuficiente tesoro público, y por otro le permitiría al inversor privado 
encontrar utilidades en sectores que hasta entonces estaban reservados sólo a la 
gestión pública (electricidad, agua, etc.) 
 
Dentro de la gama de posibilidades que encontramos para la colaboración público-
privada podemos mencionar a las APP- Asociación Público Privadas-, Project 
finance, BOOT, entre otros. 
 
La infraestructura a construirse para formar un Sistema Garantizado de 
Transmisión no es la excepción, pues requiere de una inversión inicial cuantiosa- 
por la longitud del proyecto-, además de las limitaciones tecnológicas y de personal 
especializado que tiene el Estado para llevarlo a cabo28.   
 
En consecuencia, el marco regulatorio del sector eléctrico ha tomado algunos de 
dichos esquemas contractuales, considerados seguros y atractivos, para captar la 
inversión privada necesaria en la construcción de líneas de transmisión, así como 
en su operación a través de la suscripción de contratos de concesión. 
 
Es por eso que El Plan de Transmisión es licitado a través de un proceso de 
licitación pública que otorga al ganador –en líneas generales-  la recuperación de 
la inversión realizada, así como una remuneración garantizada anual y el cual 
concluirá con la firma de un contrato de concesión B.O.O.T. con el Estado.  
                                                        
28 Por ejemplo, en el año 2014 se construyó e incorporó al SEIN la línea de transmisión Trujillo Nueva-La niña, con 
un total de 327 km de longitud. “25 años” 
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3.2.4. Contratos de concesión B.O.O.T para la construcción de los SGT  
 
Dentro de los tipos de contratos de concesión de obra para la construcción de 
infraestructura de servicios públicos, podemos encontrar “aquellos que sirven para 
la mejora de obras existentes y las destinadas a la construcción de obras nuevas”29.  
Es en el segundo grupo donde encontramos a los denominados contratos de 
concesión B.O.O.T -por sus siglas en ingles built, own, operate y transfer-, 
instrumento que fue utilizado por el Estado para encargar a los privados la 
construcción y operación de los nuevos Sistemas Garantizados de Transmisión. 
 
Sobre su contenido, los contratos BOOT pueden ser descritos como una forma 
moderna de conjugar recursos públicos y privados. “Funcionan bajo el esquema de 
concesión de obra a un agente privado que financia la construcción y puesta en 
marcha del proyecto y tiene a cambio el derecho de explotarla por un plazo 
determinado, cobrando a los usuarios determinadas tarifas establecidas en el 
contrato de concesión y devolviendo al final de ese periodo el bien construido a la 
plena propiedad y gestión del Estado”30. Este tipo de contrato de concesión se ha 
utilizado para la construcción de redes de transmisión eléctrica. 
 
Por medio de este, la empresa ganadora de la licitación convocada debe construir 
la línea de transmisión, operarla por un plazo de 30 años, disfrutar de sus rentas y 
luego del plazo pactado transferir la infraestructura a favor del Estado Peruano31. 
Tal como se aprecia, es un contrato de naturaleza compleja, pues posee aspectos de 
una concesión de obra pública y de un servicio público32, pues como vemos, el 
                                                        
29 Servicios Públicos: mecanismos legales utilizados en la privatización de los servicios públicos  
30 J. GARCÍA CASTRO,. “Principios básicos para la celebración de los contratos BOOT por parte de la Administración 
Pública”, IUS Revista de Investigación Jurídica, Nro. 9, Julio 2015 p. 2.  
31. Estos contratos han sido los que permitieron la construcción de las líneas de 220 kv Mantaro-Socabaya, 
reforzamiento de las redes del sur y la línea Oroya, Carhuamayo, Paragsha, derivación Antamina y Auaytia-
Pucallpa.  SALVATIERRA COMBINA, R., “Los contratos de concesión en el Sector Eléctrico”. Circulo de Derecho 
Administrativo, N° 7, 2009, p. 323. 
32 En nuestra legislación, las concesiones con el contenido BOOT están básicamente dadas normas que regulan la 
entrega en concesiones al sector privado de las obras públicas de infraestructura y de servicios públicos. En 
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objeto del contrato no se agota en la construcción del proyecto encargado, sino 
también en la operación del mismo por un lapso de tiempo.  
 
Finalmente, podemos concluir que los Sistemas Garantizados de Transmisión son 
construidos en base a un esquema contractual singular, no solo por tratarse de los 
esfuerzos mancomunados por parte del Estado y el privado, sino porque ostenta 
obligaciones inherentes como la devolución de la infraestructura al término de la 
concesión, así como el aseguramiento de las prestaciones económicas mínimas que 
ganará el concesionario.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                        
específico, podemos mencionar al D.L. N° 1362 Decreto Legislativo que regula la Promoción de la Inversión Privada 
mediante Asociaciones Público Privadas y Proyectos en Activos. 
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Capítulo 3: EL PRINCIPIO DE LIBRE ACCESO A REDES Y LOS MANDATOS DE 
CONEXIÒN 
 
 
En el presente capitulo expondremos los principales motivos y fundamentos por los cuales el 
organismo regulador vio por conveniente instaurar los mandatos de conexión, la misma a la que 
se le adjudica hoy ser la herramienta idónea para salvaguardar la aplicación del principio de 
libre acceso a redes establecido en la Ley de Concesiones Eléctricas.  
 
1. El principio de Libre Acceso a Redes  
 
1.1. La interconexión como aspecto esencial para el acceso al servicio público de electricidad. 
 
 
Partiendo de la premisa que la infraestructura en red es actualmente el soporte ineludible 
de un grupo de actividades económicas de las que no puede prescindir la sociedad33,  se 
puede concluir que en el sector eléctrico, la obtención de la interconexión nacional es de 
vital importancia.  
 
Podemos entender por interconexión a la “unión física o virtual entre dos o más redes y 
servicios que interactúan y que, en conjunto, configuran un sistema coordinado”.34. En 
ese sentido, en el sector eléctrico tal interconexión se configura a través de las redes de 
transmisión y distribución que permiten el acceso al servicio de energía. 
Específicamente, dicha interconexión se plasma en el Plan de Transmisión y los Sistemas 
Garantizados de Transmisión sobre los cuales escribimos en el Capítulo II.  
 
Sobre el tema, QUIROGA complementa que “la integración de las redes y el libre acceso 
a éstas, por parte de prestadores de servicios y de usuarios, es lo que permite la 
competencia en determinados sectores, permitiendo a su vez esta competencia alcanzar 
                                                        
33 Y. GARCÍAReflexiones sobre la noción de red (su relevancia en la regulación de los servicios esenciales 
económicos en red). En REDETI, Revista de Derecho de las telecomunicaciones e infraestructuras en red. Año 6, 
N° 18, 2003, p.12 
34 M. QUIROGA “A mayor regulación, mayor competencia: El caso de la interconexión en las industrias de 
Electricidad y Telecomunicaciones”, Derecho y Sociedad, N° 45, 2015, p. 200. 
 33 
 
mayores niveles de desarrollo en toda la industria”. Se corrobora, así, que la existencia 
de este monopolio natural genera externalidades positivas en tanto se reducen los costos 
ante el ingreso de nuevos usuarios, así como la posibilidad de comunicarse con más 
usuarios y acceder a estos, se mejora el aprovechamiento del espacio físico y se evita 
mayores impactos ambientales.  
 
Por otro lado, debemos destacar que, conforme al diseño de la industria eléctrica, la 
actividad de transmisión y generación se encuentran íntimamente ligadas debido a que 
sólo a través de la primera es posible el suministro de energía a un cliente. En ese sentido, 
se advierte la existencia de dos mercados, uno relevante, donde se encuentra el 
monopolista y la infraestructura esencial, y otro dependiente donde nace la demanda de 
acceso35, pues es necesaria la misma para ofrecer servicios en el mercado dependiente.  
 
Al respecto, podemos afirmar que la interconexión incide directamente en el mercado 
energético y, por tanto, resulta necesaria. QUIROGA aporta que “la generación de 
energía eléctrica sería una actividad potencialmente competitiva que se soporta en las 
redes monopólicas y que requieren acceso a éstas para su desarrollo”36 
 
Por consiguiente, resultaba importante incentivar a los titulares de infraestructura de red, 
que ya se encuentran operando, a que permitan tal acceso o, en su defecto, amparar en 
fuentes normativas tal derecho de modo pudiese ser exigido legalmente y así alcanzar 
los fines de abastecimiento de energía e impulso del mercado de generación eléctrica. 
  
1.2. El principio de libre acceso a redes y su reconocimiento legal en el sector eléctrico.  
 
 
Es en el contexto indicado en el cual se desarrolla el principio de libre acceso a redes 
como “aquel derecho de los operadores o usuarios-sustentado en la doctrina de 
                                                        
35 A. BAZURO. “La cuestión esencial de la interconexión y el libre acceso a redes: de donde viene y a donde 
va” Consultado en https://app.vlex.com/#vid/164637 el 16 de marzo de 2019. 
36 M. QUIROGA “A mayor regulación, mayor competencia… cit., p. 201. 
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facilidades esenciales- de acceder a la infraestructura de red  ya construida de modo 
pueda inyectar al sistema la energía que produzca o retirar la que requiera”.37  
 
Por consiguiente, el principio permite la introducción de competencia en el mercado 
energético al facilitar el ingreso tanto de Generadores como de Usuarios libres- sin 
perjuicio del acceso de distribuidores- danto libertad a ambos de poder contratar  con la 
plena certeza de que se contará con el acceso a la infraestructura necesaria para el 
suministro38.  
 
En efecto, en concordancia con lo expuesto, resaltamos la opinión de SOTO 
CARRILLO, que señala que “dicha introducción de competencia también garantiza la 
subsistencia de varios agentes del mercado eléctrico” pues sería imposible para un 
generador de los servicios que se brindan a través de estas instalaciones, mantener el 
desarrollo de la actividad si no tiene garantizados los medios (redes) a través de las cuales 
puede trasladar el insumo .39 Por consiguiente, no se trataría solo de una medida de 
promoción para el ingreso de nuevos Generadores, sino también una medida garantista 
de subsistencia respecto de las que ya encuentran en funcionamiento.  
 
En la legislación nacional, el Art. 33 de la Ley de Concesiones Eléctricas establece dicha 
obligación a los concesionarios de transmisión y distribución. La norma indica:   
 
Artículo 33.- Los concesionarios de transmisión están obligados a permitir la 
utilización de sus sistemas por parte de terceros, quienes deberán asumir los 
costos de ampliación a realizarse en caso necesario y las compensaciones por el 
uso, de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento de la Ley  
 
                                                        
37 También podemos encontrar que OSIPTEL desarrolla dicho principio en el sector telecomunicaciones.  
38 Cabe precisar que dicho acceso se da entre líneas de transmisión construidas por el generador o Usuario Libre 
hasta el punto de conexión con la red a la cual busca conectarse, bajo su propio financiamiento y sobre las que 
cuentan con una concesión.  
39 G. SOTO CARRILLO, “El acceso de terceros a instalaciones de transmisión eléctrica”, Ius et Veritas, N° 44, 
2012, p. 228. 
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Así también, reforzando tal disposición, se indica respecto de los distribuidores en el 
Art. 34 inciso d) que están obligados a lo siguiente: 
 
Articulo 34.- d) Permitir la utilización de todos sus sistemas y redes por parte de 
terceros para el transporte de electricidad, excepto cuando tenga objeto el 
suministros de electricidad a Usuarios Regulados dentro de su zona de 
concesión, en las condiciones establecidas en la presente Ley y en el Reglamento.  
 
No obstante, la sola dación de la norma, no implica que en la práctica los concesionarios 
permitan el acceso a sus instalaciones sin poner trabas para tal, muy por el contrario, los 
titulares de redes han formulado objeciones.  
 
De acuerdo al Documento de Trabajo N°22 de la Gerencia de Fiscalización Eléctrica de 
OSINERGMIN, donde se desarrollan los principales casos de Mandatos de Conexión 
emitidos por el regulador, los concesionarios ponían en discusión la posible afectación 
de la calidad del suministro de energía así como la continuidad del servicio, necesidad 
de otorgar cartas fianzas para asegurar el cumplimiento de futuros perjuicios, propiedad 
de las redes a conectarse- particularmente importante en los casos de acceso a redes del 
SGT- , compensaciones por el uso, entre otros. Es decir, los concesionarios 
condicionaban el acceso al cumplimiento de determinadas obligaciones que no estaban 
establecidas como tal en la norma, 
 
Debido a tales circunstancias, el organismo regulador emitió la Resolución de Consejo 
Directivo N° 091-2003-OS/CD que aprobó el procedimiento para fijar las condiciones 
de uso y acceso libre a los sistemas de transmisión y distribución eléctrica, el mismo que 
si bien establecía los derechos y obligaciones de las partes, buscó principalmente 
asegurar el acceso a todos los agentes del mercado eléctrico, otorgando la posibilidad de 
que OSINERGMIN –en última instancia- imponga Mandatos de Conexión. 
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2. Los mandatos de conexión. 
 
2.1. Facultad regulatoria de Osinergmin 
 
 
Para hallar mayores luces respecto de la naturaleza de los mandatos de conexión, partiremos 
por desarrollar la facultad que tiene el organismo regulador para la emisión de tales y 
encontrar, desde ese punto, sus rasgos característicos.  
 
El Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería (OSINERGMIN) fue creado 
en 1996 bajo la ley N° 26734- Ley del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y 
Minería- en donde se establece que dicha entidad “tiene como misión regular, supervisar y 
fiscalizar en el ámbito nacional, el cumplimiento de las disposiciones legales técnicas 
relacionadas con las actividades de los subsectores de electricidad, hidrocarburos y 
minería”40. 
 
Ello, en razón a la necesidad de supervisar las cada vez mayores inversiones privadas en 
servicios públicos y en sectores considerados claves para gobierno. “Dicha entidad es 
creada, por tanto, con personería jurídica de derecho público interno y goza de autonomía  
funcional, técnica, administrativa, económica y financiera”41, con el fin de que pueda 
armonizar los intereses de los usuarios del servicio público y consumidor, el propio gobierno 
y los inversionistas que brindan dichos servicios  
 
En concordancia, la Ley N° 27332 –Ley Marco de los Organismos Reguladores de la 
Inversión Privada en los Servicios Públicos- en su Art. 3 inciso c) le otorga una función 
normativa que comprende –entre otros- “la facultad de dictar en el ámbito de su competencia 
normas legales y técnicas, mandatos y otras de carácter general y particular”.  
 
 
                                                        
40 Art. 3 de la Ley N°26734 “Ley del Organismo Supervisor de Inversión en Energía – OSINERG”  
41Art. 1 de la Ley N° 26734 “Ley del Organismo Supervisor de Inversión en Energía – OSINERG”  
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2.2. Noción de Mandato de Conexión 
 
 
Los mandatos de conexión pueden ser concebidos como el instrumento jurídico-regulatorio 
con el que cuenta OSINERGMIN para asegurar el acceso a redes, considerando el carácter 
de monopolio natural de las redes de transmisión42. En ese sentido, la Resolución de Consejo 
Directivo. N° 091-2003-OS-CD define a los Mandatos de Conexión como una “disposición 
emitida a pedido de parte, para establecer las condiciones de acceso a redes del suministrador 
de transporte.”43 
 
Por consiguiente, es entonces OSINERGMIN quien, “mediante Resolución de Consejo 
Directivo, define si otorga o no acceso a determinada red de un operador, sea transmisor o 
distribuidor, constituyendo éste el pronunciamiento del máximo órgano de decisión de la 
entidad”.44 El otorgamiento del mismo implica que en el plazo determinado por 
OSINERGMIN el concesionario deberá proveerle al tercero la conexión a su red, en grado 
de fuerza.  
 
Al respecto, el Reglamento de Transmisión de Electricidad señala, en su Artículo 11 que, en 
tanto exista capacidad disponible o capacidad de conexión, según sea el caso, Osinergmin 
emitirá el correspondiente Mandato de Conexión. Asimismo, se indica que “no constituirá 
requisito para efectuar la conexión u otorgar el respectivo mandato, la fijación previa de la 
remuneración por parte de OSINERGMIN.45 
 
                                                        
42 E. JANÉ LA TORRE y L. BERNALES MEJÍA, Documento de Trabajo N° 22-GFE “Procedimiento para fijar 
las condiciones de uso y acceso libre a los sistemas de transmisión y distribución eléctrica”, Gerencia de 
Fiscalización Eléctrica, Lima, 2008. p. 11.  
43 De acuerdo al numeral 1.9 del artículo 1 del procedimiento, se entiende como Suministrador de Servicios de 
Transporte a todo concesionario de transmisión o distribución eléctrica o empresa que tenga redes en el sistema 
interconectado que brinde o esté en capacidad de brindar servicios de transporte de energía. Entendiendo transporte 
en un sentido amplio. Procedimiento para fijar las condiciones de uso y acceso libre a los Sistemas de Transmisión 
y Distribución Eléctrica aprobado por Res. de Consejo Directivo N° 091-2003-OS-CD publicado el 22 de junio de 
2003.  
44 E. JANÉ LA TORRE y L. BERNALES MEJÍA, Documento de Trabajo N° 22-GFE… p. 11.  
45 Reglamento de Transmisión, aprobado por Decreto Supremo Nro. 027-2007-EM el 27 de mayo de 2007. 
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El marco regulatorio creado en relación a dicho instrumento, no contempla requisitos o 
presupuestos mayores para su otorgamiento, en tanto se le concede una importancia mayor 
a la protección del principio de libre acceso a redes como habilitador de la interconexión 
nacional e impulsor de la competencia en el mercado energético.  
 
Así lo determina la exposición de motivos de dicho procedimiento, que indica que con la 
obligación de acceso instaurada en el Art. 33 de la Ley de Concesiones Eléctricas se buscaba 
no solo fomentar la interconexión del sistema eléctrico nacional sino también evitar los 
efectos perjudiciales que pudiera tener en el mercado eléctrico el carácter monopólico bajo 
el cual se encuentran estas instalaciones.  
 
2.3. Naturaleza jurídica de los mandatos de conexión.  
 
 
Se precisa importante señalar que, respecto de la naturaleza jurídica de las resoluciones 
emitidas por el regulador, debemos comenzar por determinar si la misma se encuentra 
subsumida en el concepto de acto administrativo descrito por la Ley N° 27444 –Ley de 
Procedimiento Administrativo General-. Al respecto, la ley considera que son aquellas 
declaraciones de las entidades que, en el marco de normas de derecho público, están 
destinados a producir efectos jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de 
los administrados.  
 
En esa línea de ideas, los mandatos de conexión son una declaración de OSINERGMIN, 
organismo de derecho público y parte integrante de la Administración Pública, a través 
de su máximo órgano, que produce efectos jurídicos sobre los intereses, obligaciones y 
derechos de los administrados.  
 
Buscando ser más específicos -sin ánimo de agotar una exhaustiva investigación sobre 
ello- recurrimos a la clasificación de MORON URBINA para calificar al presente acto, 
por la función que cumple, como un “acto administrativo resolutorio”. Es decir, como 
“aquella resolución definitiva que, atendiendo al fondo del asunto, las autoridades 
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emiten”46. Ello, en concordancia con el carácter de procedimiento trilateral que se 
requiere para obtener dicho producto final, como bien se expuso líneas arriba.  
 
Por otro lado, debemos afirmar que, si bien el enunciado utilizado por el regulador es el 
de Mandato de Conexión, no hace alusión más que a la parte decisoria de la resolución 
dentro de la controversia que decide si otorga, o no, el mismo. El término “mandato” 
utilizado por el Consejo Directivo no alude a las figuras contractuales del mandato civil47 
o los mandatos emitidos por el juez dentro de un litigio48, sino más bien es utilizado en 
su acepción genérica que indica una orden o disposición de carácter imperativo49.  
 
En esa línea de ideas, recalcamos que es un mero ejecutor de la obligación consignada 
en el Art. 33 de la Ley de Concesiones Eléctricas, la misma que implica -como en toda 
relación subjetiva-  una relación entre el deber de los titulares de las redes de ejecutar la 
interconexión y el derecho que se le atribuye a los usuarios de las mismas a exigirla. Con 
la emisión de un mandato de conexión, por tanto, se concretiza dicha relación con 
carácter impositivo.  
 
2.4. Tipos de mandato de conexión 
 
La Gerencia de Fiscalización Eléctrica señala la existencia de dos tipos de resoluciones 
de Mandatos de Conexión, dentro de los cuales, podemos encontrar a aquellos emitidos 
por el Consejo Directivo de OSINERGMIN.  
 
                                                        
46 M. URBINA., “Comentarios a la Ley de Procedimientos Administrativos General”, Gaceta Jurídica, 2015, p. 
50 
47 Conforme al Art. 1790 del Código Civil aprobado por Decreto Legislativo 295, en Derecho Civil, el mandato es 
un contrato bilateral que se configura cuando una persona llamada mandante confiere a otra llamada mandatario, 
el poder que éste acepta para representarla y ejecutar en su nombre y por su cuenta un negocio jurídico o una serie 
de negocios o encargos.  
48 Los mandatos judiciales se tratan de comunicaciones libradas por el Juzgado para la práctica de alguna diligencia, 
embargo, prisión, etc.  
49P. FLORES POLO, Diccionario Jurídico Fundamental, 1ra. Edición. 1998 
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Podemos indicar que existen dos tipos de resoluciones que mandan la interconexión: 1) 
con condiciones y 2) sin condiciones. “En el primer caso, el regulador define los aspectos 
técnicos y económicos de la conexión, reemplazando la voluntad de las partes, mientras 
que en el  segundo, el regulador se limita a ordenar la conexión dejando que las partes 
definan los términos de la misma”.50 Serían, éstos últimos, los utilizados por 
OSINERGMIN para definir el acceso de los terceros a los sistemas de transmisión que 
requieran, pues permiten que las partes concierten las condiciones técnicas y económicas 
antes del otorgamiento de la conexión. 
 
3. Procedimiento para solicitar el acceso a redes transmisión eléctrica 
 
 
Sobre la base de los problemas advertidos, en la aplicación del principio de libre acceso a 
redes, OSNERGMIN ha instaurado un procedimiento para el acceso a redes de transmisión 
eléctrica dictando la Resolución de Consejo Directivo N° 091-2003-OS-CD – 
Procedimiento para fijar las condiciones de uso y acceso libre a los sistemas de transmisión 
y distribución eléctrica-, el cual determina dos etapas.  
 
De acuerdo a la confluencia, o no, de la voluntad de las partes sobre los términos del 
convenio de conexión que solicita el tercero, estos pueden darse por 1) trato directo o 2) 
solicitud de mandato de conexión51. 
 
En el segundo caso,  el órgano resolutor imparcial que determina el otorgamiento o no del 
mandato de conexión es Osinergmin, colocándose en una posición de independencia e 
imparcialidad frente a dos o más administrados con intereses contrapuestos52. 
                                                        
50 E. JANÉ LA TORRE y L. BERNALES MEJÍA, Documento de Trabajo N° 22-GFE “Procedimiento para fijar 
… p. 11. 
51 Cabe mencionar que la segunda etapa del mismo ha sido reconocida por la doctrina como un procedimiento 
trilateral, el cual es definido por la Ley de Procedimiento Administrativo General como un procedimiento 
administrativo contencioso seguido entre dos o más administrados ante un órgano administrativo. 
52 Este procedimiento sirve para resolver conflictos que podrían ser resueltos por una autoridad jurisdiccional pero 
que el legislador ha decidido otorgarle competencia primaria a una autoridad administrativa para que ella actúe 
como si fuera una autoridad jurisdiccional, solo que en sede administrativa. El procedimiento Trilateral Cuasi 
Jurisdiccional. H. HERNANDEZ, “El procedimiento administrativo trilateral. La administración como árbitro 
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3.1. Trato directo 
 
La primera etapa del procedimiento se da a nivel directo, por el cual el solicitante y el 
titular de las instalaciones involucradas están habilitados a suscribir voluntariamente un 
acuerdo de conexión. 
  
No obstante, los concesionarios de redes de transmisión eléctrica han condicionado la 
suscripción de dicho acuerdo a la aceptación de exigencias, en la mayoría de los casos, 
innecesarias y excesivas. Como señala Quiroga, “se exigen contratación de seguros 
contra todos los riesgos que pudiesen derivarse de la interconexión así como cartas 
fianzas exorbitantes, contratación de servicios como el de operación y mantenimiento de 
las instalaciones a conectarse, trasferencia a título gratuito de todas o algunas de las 
instalaciones a conectarse o cobros por concepto de actividades vinculadas con la 
interconexión”, entre otros descritos en los antecedes de las resoluciones de consejo 
directivo sobre mandatos de conexión. Más aún, tal situación fue reconocida por 
Osinergmin en la exposición de motivos del procedimiento indicando: 
 
“.. el OSINERG, ha tomado conocimiento sobre diversos problemas suscitados entre los 
operadores de redes y los suministradores de energía, relacionado entre otros a la 
inclusión de condiciones discriminatorias de acceso y uso de las redes…” 
 
Por consiguiente, la etapa de trato directo se ha vuelto manifiestamente estéril, pues las 
partes no logran arribar a acuerdos o, en su defecto, los convenios incluyen prestaciones 
excesivas en favor de los concesionarios.  
 
 
 
                                                        
cuasi jurisdiccional”, Manual del Procedimiento Administrativo General, 1ra. Edición, Gaceta Jurídica, 2011, p. 
139.  
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3.2. Solicitud de mandato de conexión.  
 
De acuerdo a lo expuesto, el organismo ha dispuesto que, si las partes no alcanzan los 
acuerdos necesarios para la suscripción del convenio, podría solicitarse la emisión de un 
Mandato de Conexión.  
La solicitud es presentada ante Osinergmin, quien deberá trasladar la misma ante el 
titular de la línea involucrada a efectos de que emita su opinión en un plazo de 10 días 
calendario.  
El Consejo Directivo de OSINERGMIN es el órgano colegiado encargado de resolver si 
se emite o no el correspondiente mandato de conexión, en un plazo de 30 días calendario 
de presentada la solicitud. La resolución que determina la emisión o no del mandato, 
podrá ser materia de recurso de reconsideración, el cual deberá ser resuelto por el 
Consejo Directivo.  
 
3.2.1. Sujetos legitimados para solicitar el acceso y mandato de conexión 
 
En la resolución de Consejo Directivo N° 372-2005-OS/CD Osinergmin ha 
determinado, quienes se encuentran habilitados para solicitar el acceso, sosteniendo 
que no existen restricciones en función a la calidad del sujeto que solicite la 
conexión.  
 
En otras palabras, el regulador considera que se encuentra dentro de este grupo todo 
aquel tercero interesado en acceder a una red eléctrica.  
 
Que, respecto a la condición de la DEP para solicitar el Mandato de Conexión, 
el artículo 33° de la Ley de Concesiones Eléctricas, norma base del 
Procedimiento de Libre Acceso (tal como se precisa en su Objeto y Alcance), 
señala que el acceso es para terceros, es decir no se establece restricciones de 
acceso por la calidad del sujeto que lo solicita, por lo que es perfectamente 
procedente la presente solicitud”. 
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El considerando citado se encuentra acorde al principio de libre acceso a redes 
reconocido en el Art. 33 de Ley de Concesiones Eléctricas. En ese sentido, no solo 
aquellos que tiene con contrato de concesión de distribución- donde la utilidad 
pública es más notoria- podría solicitar el acceso, sino también los Clientes Libres 
que requieren conectarse al SEIN para abastecerse de energía del generador de su 
preferencia.  
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Capítulo 4: LOS CRITERIOS DE LOS MANDATOS DE CONEXIÓN SOBRE 
SISTEMAS GARANTIZADOS DE TRANSMISIÓN. 
 
Las resoluciones de Mandatos de Conexión emitidos a la fecha, nos han otorgado criterios 
aplicados por el regulador a fin de emitir o no el mismo; no obstante, éstas no sean propiamente 
vinculantes.  
A continuación, desarrollamos un cuadro-resumen de los Mandatos de Conexión otorgados por 
Osinergmin que recaían en instalaciones del Sistema Garantizado de Transmisión y los criterios 
que dichas resoluciones nos dejaron entre los años 2015-2018: 
 
1. Criterios aplicados por OSINERGMIN en las resoluciones. 
 
RESOLUCIÓN PARTES| CRITERIO RECURSOS IMPUGNATORIOS 
INTERPUESTOS 
    
RCD 252-2014-
OS/CD 
1) Solicitante: 
Sociedad Minera 
Cerro Verde 
2) Concesionario: 
Abengoa 
Transmisión Sur.  
La normativa no exige 
como requisito para el 
Libre Acceso que se defina 
la propiedad o la operación 
y mantenimiento de las 
instalaciones a conectarse.  
Reconsideración  
 
Presentada en fecha 
19 de diciembre de 
2014 por ATS. 
 
Resultado: 
 
Se CONFIRMA 
mandato de conexión 
mediante RCD 053-
2015-OS/CD 
 
RCD 24-2015-
OS/CD 
1) Solicitante: Cerro 
de Águila 
2) Concesionario: 
Electroperú 
Si bien no existe una 
negativa expresa, las 
demoras injustificadas en 
la suscripción de 
documentos, 
desconocimiento de 
acuerdos, falta de 
pronunciamiento para 
ingresar a sus 
instalaciones, muestran 
una negativa injustificada.  
Reconsideración 
 
Presentada en fecha 
20 de Febrero de 
2015 por 
ELECTROPERÚ 
Resultado: 
 
Se CONFIRMA 
mandato de conexión 
mediante RCD 
064-2015-OS-CD 
RCD 0205-2015-
OS/CD 
1) Solicitante: 
Terminal 
Internacional del 
Sur. TISUR. 
Sociedad 
Eléctrica del Sur. 
SEAL 
El único límite que ha 
previsto la normativa para 
el acceso y la utilización de 
las instalaciones del 
sistema de distribución está 
asociado a su capacidad de 
conexión, de modo que si 
existe tal capacidad, el 
titular de la instalación está 
en la obligación de permitir 
el acceso a terceros. 
Reconsideración. 
 
Presentada en fecha 
13 de octubre de 
2015 por TISUR. 
 
Resultado:  
 
Se CONFIRMA 
mandato de conexión 
mediante RCD 0285-
2015-OS-CD 
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RCD 034-2016-
OS/CD 
1) Solicitante: 
Huaura Power 
Group S.A. 
2) Concesionario: 
Empresa de 
Administracióm 
de Infraestructura 
Eléctrica S.A.  
ADILNESA 
 
Existe una prolongada e 
injustificada demora de 
ADINELSA para suscribir 
un convenio de conexión, 
demora que no solo atenta 
contra el  legítimo interés 
del solicitante de atender 
sus obligaciones 
contractuales sino que 
además lo expone al pago 
de penalidades por 
incumplimiento.  
Reconsideración 
 
Presentada en fecha 
24 de febrero de 
2016 por 
ADINELSA 
 
Resultado: 
 
Se CONFIRMA 
mandato de conexión 
mediante RCD 068-
2016-OS/CD 
RCD 257-2016-
OS/CD 
1) Solicitante: 
PROGENERE 
2) Concesionario: 
Luz del Sur 
S.A.A.   
PROGENERE no está 
obligada a ser integrante 
del COES para acceder a la 
utilización de las líneas de 
transmisión de LDS 
 
Reconsideración 
  
Presentada en fecha 
21 de diciembre de 
2016 por Luz del 
Sur. 
  
Resultado: 
 
Se CONFIRMA 
mandato de conexión 
mediante RCD 024-
2017-OS/CD 
 
Cuadro elaborado en base a información proporcionada por OSINERGMIN 
Ver anexo Nro.  
2. Análisis de los criterios generales aplicados por OSINERGMIN  
 
Conforme apreciamos de las resoluciones detalladas en el cuadro precedente, es en la 
resolución N° 252-2014-OS/CD en donde se analiza por primera vez las características 
intrínsecas de los Sistemas Garantizados de Transmisión y se utilizan como intereses validos 
invocados por el concesionario a fin de hacer valer determinados derechos. En ese sentido, 
nos remitiremos a analizar primero aquellas resoluciones que invocan las premisas genéricas 
que exige el regulador para poder acceder al otorgamiento de mandato de conexión, para 
pasar luego a analizar los criterios específicos del tema investigado.  
 
2.1. Aprobación de Estudio de Pre Operatividad para asegurar la confiabilidad de la Operación.  
 
 
Uno de los principales argumentos del concesionario titular de las redes, es el 
requerimiento de tener la certeza que las nuevas instalaciones no representen un peligro 
para el funcionamiento de la estructura, pues existe una responsabilidad de mantener 
la confiabilidad del sistema.  
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Dicho condicionamiento, ha sido superado por Osinergmin al verificar que todas las 
solicitudes de acceso cuenten con un Estudio de Pre-operatividad aprobado por el 
COES, el cual determina y evalúa el impacto de una nueva instalación en la operación 
del SEIN, en la capacidad del Sistema de Transmisión, así como en la confiabilidad y 
calidad de las operaciones.  
 
En ese sentido, al verificar el regulador que el solicitante cuenta con dicho estudio 
aprobado, tiene la certeza de que se cuenta con la factibilidad técnica necesaria para 
asegurar que la operatividad del SEIN no se verá afectada; es decir, que nos 
encontramos ante un proyecto viable53.  
 
Conforme al mandato de conexión otorgado a CDA, el Consejo Directivo determinó 
que el estudio de Pre-operatividad había analizado la capacidad de la instalación y los 
riesgos que podrían presentarse por la conexión. Así también, en el caso de 
ADINELSA y CERRO VERDE, se verificó que se contaba con las autorizaciones y 
conformidades de los entes involucrados (COES). Por tanto, al no existir argumento 
mayor, resuelve a favor del otorgamiento.  
 
2.2. Titularidad de Concesiones Temporales o Definitivas.  
 
Al respecto, en la línea de lo expuesto sobre quienes se encuentran legitimados a 
solicitar un mandato de conexión, es en la resolución N° 252-2014-OS/CD- en la que forma 
parte CERRO VERDE, que el regulador señala categóricamente que si bien el Art. 33 
de la LCE establece que cualquier tercero puede solicitar el acceso, debe demostrar un 
legítimo interés.  
 
En ese sentido, las resoluciones estudiadas nos otorgan claros ejemplos de lo que 
concierne a tal hecho, resumiéndose en la verificación de si los proyectos cuentan con 
                                                        
53 Para mayor información puede revisarse la Resolución de Consejo Directivo N° 035-2013-OS/CD 
“Procedimiento de ingreso, modificación y retiro de instalaciones en el SEIN” 
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una concesión eléctrica temporal o definitiva aprobada por el MINEM y del impacto 
que tendrá, en sus actividades, el abastecimiento de energía (Cerro Verde) o el 
incremento de potencia (TISUR).  
2.3. Compensaciones ante fallas del sistema  
 
Por otro lado, otra de las observaciones manifestadas es la incertidumbre que generaría 
las eventuales fallas del sistema y quién asumiría la responsabilidad de estas.  
 
En la resolución de primera instancia de ADINELSA, el regulador señala que “el 
principio de libre acceso no pone en riesgo la confiabilidad de ningún sistema de 
transmisión ya que el marco normativo prevé su total compatibilidad desde el momento 
que distingue las responsabilidades y ordena las compensaciones respectivas”.  
 
Al respecto, se hace referencia a las normas técnicas emitidas por el COES; en 
específico, a la Norma Técnica de Calidad de los Servicios Eléctricos aprobada por 
D.S. N° 020-97-EM, que controla dichos eventos a efectos de garantizar un suministro 
eléctrico continuo, adecuado, confiable y oportuno.  
 
En ese sentido, el argumento de encontrarnos ante situaciones que deberían ser 
recogidas en un Convenio de conexión previo al acceso al sistema, no encontraría 
sustento.  
3. Análisis del punto de encuentro de derechos entre Concesionarios de SGT y 
Usuarios Libres. 
 
La resolución de Mandato de Conexión en la que se vislumbra con mayor claridad el 
encuentro de intereses materia de estudio, es la Resolución de Consejo Directivo N° 252-
2014-OS/CD y N° 053-2015-OS/CD (resolución de segunda instancia) en la que se discuten 
las características intrínsecas de las instalaciones desarrolladas bajo contratos SGT y si ellas 
se encuentran o deberían encontrarse sujetas a una normativa especial. Cuestionaremos el 
sentido de la resolución y la falta de motivación sobre determinados aspectos necesarios a 
tomar en consideración a la hora de resolver el otorgamiento del mandato.  
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3.1. Antecedentes 
 
 
Sobre los hechos materia de controversia, en suma, podemos resaltar lo siguiente: 
 
1) Cerro Verde desarrolla la Subestación de San José y línea de transmisión en 200 kv 
atendiendo a las exigencias del Ministerio de Energía y Minas y ATS; ello con la 
finalidad de atender los nuevos requerimientos de energía que demandaría su proyecto 
de expansión minera. Cabe resaltar que Cerro Verde contrató a la empresa Abengoa 
Perú (empresa dueña de ATS y ATN1) para el diseño, construcción y puesta en 
operación del proyecto a fin de asegurar la confiabilidad del sistema.54 
2) Cerro Verde solicita la emisión de un Mandato de Conexión a OSINERGMIN para que 
Abengoa Transmisión Sur le permita conectarse al SEIN a través de la línea de 
trasmisión de 500 kv Chilca-Marcona-Ocoña-Montalvo en el tramo ubicado entre las 
estructuras T-275 y 278.  
3) ATS es el concesionario de la línea a Chilca-Marcona-Ocoña-Montalvo, instalaciones 
que pertenecen al Sistema Garantizado de Transmisión, cuyo contrato de concesión se 
deriva de una licitación convocada por el Estado Peruano. 
4) ATS niega a Cerro Verde el acceso a través de trato directo,  pese a que cuenta con el 
respectivo Estudio de Pre-Operatividad aprobado por parte del COES y habiendo 
reforzado la línea del Sistema Garantizado de Transmisión a conectarse conforme al 
requerimiento de ATS para ampliar la capacidad de la misma; asimismo ve 
condicionado el acceso solicitado a la trasferencia gratuita de las instalaciones a 
conectarse- Subestación San José y la Línea de 200kv- y a la contratación de la 
concesionaria ATS para que opere el sistema y pague una contraprestación por sus 
servicios. 
 
 
                                                        
54 Información extraída de la Solicitud de Mandato de Conexión presentado por Cerro Verde en fecha 06 de 
octubre de 2014 que obra como Anexo N° 2 de la presente investigación. 
 49 
 
3.2. Argumentos del concesionario del SGT.  
 
 
Respecto de los argumentos utilizados por los concesionarios, se alude por parte de ATS, 
en primera instancia, que el proyecto de sistema de transmisión de Cerro Verde que se 
pretende conectar al SEIN pone en riesgo la continuidad del Sistema Garantizado de 
Transmisión del cual son responsables operar y devolver, pues implica un 
seccionamiento del mismo. 
 
Claramente, conforme a la imagen ejemplificativa que mostramos a continuación, el 
proyecto presentado implica una alteración física de las líneas de transmisión 
concesionadas, que trae a colisión interrogantes respecto de la titularidad de las 
instalaciones a conectarse, así como de la responsabilidad por fallas del sistema y el 
operador.  
 
 
 
 
Seccionamiento
Figura 1.  Ejemplo de seccionamiento de lineas de transmisión. Adaptado de "Aplicación del 
principio de acceso abierto en instalaciones de SGT" por A. García y N. Carreras, 2015, p. 29. 
Elaboración propia.  
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En cuanto al tema de la titularidad, si bien la determinación del sujeto que es propietario 
no es una excepción contemplada por la norma para la denegatoria de una solicitud de 
mandato de conexión, la ausencia de la misma implica sólo la postergación del problema 
al momento del término de la vigencia de la concesión, momento en que deben 
entregarse los bienes al Estado Peruano.  
 
En ese sentido, resulta conveniente que, ante la incertidumbre planteada en el presente 
caso, el 24 de julio de 2016 –fecha posterior a la emisión del mandato de conexión en 
favor de Cerro Verde- se incorporara el Art. 62-B al Reglamento de Concesiones 
Eléctricas, articulo que intentó aliviar la controversia regulando los aspectos 
cuestionados sobre la propiedad de las instalaciones, recogiendo en cierta medida las 
soluciones contractuales que algunos agentes involucrados suscribieron.  
 
Precisamente, ATS invocaba en su recurso de reconsideración55 el caso de la Minera 
Sulliden Sahuidon S.A.C., la cual, en el marco de las negociaciones para suscribir un 
convenio de conexión, aceptó transferir al concesionario SGT todas las instalaciones a 
conectarse, así como suscribir un contrato de operación en el que se remunerarían sus 
servicios. No obstante, si bien resulta totalmente valido la negociación de las partes y 
cesión de determinados derechos, la misma no podía ser tomada como mecanismo de 
solución para todos los casos y mucho menos como criterio aplicativo para el regulador.  
 
En contraste con tal escenario, Cerro Verde solicitaba el respeto de sus derechos de 
propiedad y no acordaba asumir los costos de la construcción de su proyecto como costos 
hundidos56, como bien señalaba la propuesta esbozada por ATS. Y es que, no obstante, 
resulte de carácter obligatorio para ATS prever la devolución de los bienes que le fueron 
concesionados, no puede reemplazar a la figura y voluntad del Estado incoando a que 
                                                        
55 Para mayor información revisar el recurso de reconsideración presentado por Abengoa Transmisión Sur en el 
Anexo N°3. 
56 El termino costo hundido hace referencia a costos incurridos en el pasado y que no son reversibles. Es decir, no 
son recuperables. F. JIMÉNEZ Y C. ESPINOZA, “Costos Industriales”, Primera edición, Costa Rica, 2007, p. 
435. 
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terceros transfieran gratuitamente proyectos de inversión. Pensar en contrario, sería 
amparar una suerte de expropiación delegada por el Estado a un privado. 
 
Indiscutiblemente, si ATS buscase defender la propiedad que el Estado le ha concedido 
a través de dicha figura, no cumpliría con los presupuestos y requisitos del 
procedimiento, el mismo que otorga, inclusive, una indemnización justipreciada por la 
expropiación forzosa de la propiedad. Ello, debido a que nuestra Carta Magna parte por 
la reivindicación del derecho a la propiedad como un derecho fundamental inmerso en 
el régimen económico de Economía Social de Mercado que nos asiste.  
 
En esa línea, y tomando en consideración que el desarrollo legislativo sobre la materia 
se ha dedicado taxativamente sólo a la afectación de bienes inmuebles para la 
construcción de obras de infraestructura de interés nacional57, resultaría incongruente 
para nuestro marco jurídico el hacer extensiva dicha facultad de la Administración 
Pública a los bienes muebles, toda vez que, se entiende, el espíritu de la norma buscaba 
brindar mayor seguridad a la inversión privada y concebir a dicha figura como una 
medida residual58.  
 
Con todo, podemos apreciar que dicho condicionamiento de ATS para la firma de un 
Convenio de Conexión o la sujeción, sin cuestionamiento, a lo dispuesto por un Mandato 
de Conexión que permitiese el acceso a terceros, no tenía mayor sustento legal que una 
interpretación de su obligación. No sólo se adelanta opinión respecto de la posición que 
asumiría el Estado Peruano en el supuesto de hecho, sino también se deja de lado que 
Osinergmin, forma parte también de la Administración Pública. 
 
 
                                                        
57 El Decreto Legislativo N° 1192 determina: 
    Artículo 9.- Bienes objeto de Adquisición y Expropiación 
     9.1. Son objeto de Adquisición y Expropiación todos los bienes inmuebles de dominio privado. 
58 El Decreto Legislativo N° 1192 contempla como primera etapa del procedimiento de adquisción de bienes 
inmuebles el Trato directo-  
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3.2.1. Comentarios  
 
Al respecto, consideramos que debe asumirse una posición intermedia a través de un 
criterio objetivo: no toda la instalación a conectarse será parte del SCT o, en su defecto, 
del SGT, sino más bien una parte. En estricto, aquella que fuese físicamente imposible 
de separar sin que representará un perjuicio para el SEIN, debe integrarse a las 
instalaciones del SGT y ser operada por el concesionario respectivo.  
Sobre lo referente a las instalaciones, básicamente, resulta aplicable la institución 
contemplada en nuestro código civil respecto a lo que se entiende por partes integrantes 
y accesorias59; es decir, no podría continuar siendo propiedad del tercero aquellas partes 
que al ser retiradas afecten, destruyan o deterioren el bien. 
En cuanto a quién debería operar las nuevas instalaciones que accedieron al SEIN, 
seguimos la recomendación del Consejo Directivo, el que determina que “sería 
conveniente que sea solo un operador el que tenga el control de las operaciones de los 
equipos ya que, según la Norma Técnica de Operación en Tiempo Real, todas las 
maniobras tienen que ser coordinadas con el Centro Coordinador del COES en tiempo 
real”. En suma, resulta lógico que sea más adecuado que sea solo uno el operador de 
todo el sistema.  
Por otro lado, resulta importante también resaltar que, dentro de lo manifestado en el 
recurso de reconsideración presentado por ATS se señala, a manera de idea conclusiva 
respecto de la decisión de otorgar el mandato que, el regulador habría partido de premisas 
erradas al señalar que no existe una excepción a las reglas de libre acceso para el SGT y 
                                                        
59 Noción de parte integrante 
Artículo 887.- Es parte integrante lo que no puede ser separado sin destruir, deteriorar o alterar el bien. 
Las partes integrantes no pueden ser objeto de derechos singulares. 
Noción de bienes accesorios 
Artículo 888.- Son accesorios los bienes que, sin perder su individualidad, están permanentemente afectados a un 
fin económico u ornamental con respecto a otro bien. 
La afectación sólo puede realizarla el propietario del bien principal o quien tenga derecho a disponer de él, 
respetándose los derechos adquiridos por terceros. 
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no existe un tratamiento específico ni exclusivo en cuanto al libre acceso a redes para el 
SGT.  
 
Ello se encontraría sustentado por la existencia de limitaciones al derecho de propiedad 
relativas a su ejercicio, constituidas por las disposiciones del contrato SGT y las 
obligaciones asumidas frente al Estado Peruano.  
 
Específicamente 1) ser propietaria, operar, mantener y transferir al Estado Peruano una 
línea de transmisión que corresponda a un enlace entre los puntos comprendidos entre la 
Subestación Chilca y Subestación Montalvo 2) Ser responsable por la prestación del 
servicio de transmisión a través de las instalaciones SGT, garantizando calidad, 
eficiencia y continuidad. Y, junto a ello, se toma también en consideración que 3) las 
operaciones de las nuevas instalaciones sean debidamente remuneradas al concesionario, 
en la medida que la existencia de riesgo en la variación de las instalaciones que 
primigeniamente se contemplaron formarían parte de la concesión, genera un desaliento 
a la inversión. 
 
En efecto, consideramos que se tratan de argumentos válidamente invocados pues, si 
bien existe la obligación de respetar el principio de libre acceso a redes, ello no implica 
amparar una aplicación irrestricta que podría ir, inclusive, en perjuicio de los bienes e 
intereses del propio Estado Peruano.  
 
Sobre ello, ATS se pronuncia acertadamente en el recurso impugnativo, indicando que 
la regulación normativa y contractual debe ser interpretada de manera sistemática, no 
cabiendo establecer un orden de prioridad para el cumplimiento de las obligaciones de 
ATS, sino que es necesario asumir una interpretación que permita armonizar la 
obligación de cumplir con un mandato de conexión, pero respetando el contenido del 
resto de obligaciones.  
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Respecto del primer punto, hemos asumido posición conforme a lo expuesto líneas 
arriba, no existe una obligación por parte del tercero de transferir la propiedad de las 
instalaciones sin una indemnización por el perjuicio. Sobre el segundo punto, conforme 
a lo expuesto en los criterios generales seguidos por Osinergmin, consideramos acertado 
que sea el COES, a través de la aprobación del respectivo Estudio de Pre operatividad, 
quien determine si la operación es viable técnicamente.  
 
Sin embargo, sobre el tercer punto, cabe realizar un análisis sucinto, pues efectivamente, 
el concesionario se está viendo afectado en términos económicos al no ser remunerado 
debidamente por las instalaciones nuevas.  
 
Es necesario recalcar que, conforme las características propias de un contrato de 
concesión SGT BOOT, los costos asociados a la conexión no son reconocidos por las 
tarifas reguladas por Osinergmin, son los postores quienes determinan la base tarifaria 
de sus instalaciones en una única oportunidad, sin que ello pueda ser objeto de 
modificación o alteración alguna por el regulador.  
 
En ese sentido, siendo que ATS sólo es remunerada por la operación de las instalaciones 
del SGT conforme a su contrato, bajo la premisa que las nuevas instalaciones no están 
contempladas en el Plan de Transmisión, ni forman parte de las instalaciones que el 
contrato SGT BOOT señala que el concesionario deba operar, resulta razonable que sea 
el tercero – en este caso, Cerro Verde- quien asuma el pago de la operación. 
 
De lo expuesto, puede evidenciarse que, en el caso concreto, ATS no tenía argumentos 
válidos para requerir la anulabilidad del mandato de conexión otorgado. No obstante, 
queda a un concienzudo análisis si efectivamente debe rechazarse por completo la 
posibilidad de que se instituya un régimen excepcional para las instalaciones SGT. 
Muestra de ello, es la posterior inclusión del Art. 62-B al Reglamento de Concesiones 
Eléctricas, que intentó ser un paliativo para la situación abordada en dicho mandato de 
conexión otorgado.  
 55 
 
 
3.3. Argumentos del tercero a acceder a líneas de transmisión que forman parte del SGT.  
 
En el caso de los Usuarios Libres que solicitan el acceso, es evidente que siendo 
actualmente la aplicación del principio de Libre Acceso a Redes irrestricta –pues sólo se 
considera una excepción para negar el acceso-, los argumentos se centraron básicamente 
en el respeto a dicho principio.  
 
Ciertamente, Cerro Verde argumenta que las nuevas instalaciones a ser incorporadas 
fueron financiadas por iniciativa propia, con el objeto de atender la demanda que 
generaría su proyecto de ampliación, y no como consecuencia de un proceso de 
licitación, por lo que pertenecen al SCT. Por tanto, era claro que no resultaba coherente 
que una infraestructura privada, pasara a manos del concesionario gratuitamente.  
 
En efecto, el problema de la titularidad de las instalaciones era defendido, por su parte, 
sobre la idea de que la inversión realizada por un particular no podría o debería ser 
considerado parte del SGT, pese a su conexión a este, pues no había sido desarrollado 
bajo ese concepto, sino para atender necesidades específicas.  
 
3.3.1. Comentarios 
 
Sin embargo, resulta útil hacerse la pregunta de si el tercero puede, a ciencia cierta, 
pretender el mantener íntegramente su patrimonio, a sabiendas de que requerirá 
conectarse a un Sistema que, de suyo, tiene carácter de Servicio Público y fue 
desarrollado bajo un contrato de concesión. Considerando las características de las 
instalaciones del SGT, es evidente que el tercero deberá prever el riesgo que la alteración 
a la que someterá las líneas de transmisión contempladas en el Plan de Transmisión 
requerirá una evaluación sobre la propiedad de las mismas.  
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Si bien es cierto, ninguna de las estipulaciones del Contrato SGT que suscribió el 
concesionario impiden seccionar o dividir la línea de transmisión para permitir la 
conexión de otros agentes al SEIN, ello no se traduce en que las obligaciones 
taxativamente estipuladas en el contrato, como son la devolución de la línea 
concesionada y la remuneración por la operación, deban ser apartadas de la decisión del 
regulador.  
 
En ese sentido, si bien compartimos la idea de fondo de que las  líneas de transmisión 
desarrolladas bajo inversión y fines privados deban ser respetados bajo el derecho 
constitucional de la propiedad privada60, entendemos que ésta debe ser matizada bajo un 
análisis sobre las repercusiones que tiene o debe tener la alteración de un sistema 
concebido de utilidad pública por parte de éstas. 
 
En lo referente a la necesidad de asegurar la confiabilidad del sistema, Cerro Verde ha 
demostrado fehacientemente que dicho criterio y compromiso ha sido considerado desde 
la concepción del proyecto en tanto contrató, inclusive, a la empresa Abengoa Perú –
concesionaria del SGT-, para la ingeniería, procura, construcción y obtención de los 
permisos. Dicha decisión, iba en concordancia con el diligente actuar de la empresa que 
incorporó mejoras y reforzamientos en el sistema que no fueran requeridas de reembolso.  
 
Por tanto, se puede concluir, que en ningún estado del proyecto dicha confiabilidad fue 
un concepto dejado de lado, sino más bien, estuvo protegido en todo momento con la 
colaboración y aportes de todos los actores.  
 
En suma, Cerro Verde limitó su argumentación en demostrar que tenía un legítimo 
interés para acceder al SGT y que el proyecto había obtenido las conformidades 
necesarias, de lo que debía inferirse que le correspondía dicho acceso por no encontrarse 
inmerso en la única excepción contemplada por la norma. 
                                                        
60 El Art. 2. 16 de la Constitución Política del Perú señala que toda persona tiene derecho a: la propiedad y la 
herencia. Así también, el Art. 70 establece la inviolabilidad de dicho derecho.  
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3.4. Respuesta del regulador en resoluciones de mandato de conexión respecto de los requerimientos 
del concesionario y argumentos del tercero.  
 
A la luz de los argumentos mencionados y comentados respecto del encuentro de 
derechos e intereses del concesionario SGT y el Usuario Libre que requiere acceso, en 
la Resolución de Consejo Directivo Nro. 252-2014-OS/CD y Nro. 053-2015-OS/CD el 
análisis del regulador está orientado a verificar la existencia de las condiciones básicas 
requeridas para el otorgamiento, pues no existen criterios ni pautas determinadas en el 
Procedimientos de Libre acceso sino más bien directrices orientadas a validar y reafirmar 
el principio de Libre Acceso a Redes.  
 
4. Análisis del tratamiento legal de la actividad de transmisión aplicada al supuesto 
de hecho.  
La norma llamada a ser aplicada en la emisión de un mandato de conexión, es el ya 
comentado “Procedimiento para fijar las condiciones de uso y acceso libre a los 
Sistemas de Transmisión y Distribución Eléctrica” aprobado por Resolución de 
Consejo Directivo 091-2003-OS-CD. Sin embargo, como hemos establecido líneas 
arriba, consideramos que la misma no constituye una herramienta suficiente para el 
regulador a fin de otorgar resoluciones debidamente motivadas.  
En principio, el procedimiento contempla lo que debe contener la solicitud de 
acceso a través de trato directo, señalando los requisitos y presupuestos técnicos a 
ser tomados en consideración. Por ello, cuenta sólo con un escaso artículo que 
determina las actuaciones, plazos y autoridad competente en el procedimiento de 
Solicitud de Mandato de Conexión.  
En esa línea, verificamos que no existen criterios de observación obligatoria o 
mayor desarrollo que significase una ayuda al regulador para resolver dichas 
solicitudes. Es en las disposiciones generales, Art. 2, que se evidencia la mención a 
principios importantes:  
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“El acceso a las redes de todo sistema eléctrico es de interés público y por lo tanto es 
obligatorio en los términos de la Ley, el Reglamento y lo dispuesto en el presente 
procedimiento. Debe basarse en los principios de neutralidad, no discriminación, 
igualdad de acceso, y libre y leal competencia. Su ejecución debe realizarse en los 
términos y condiciones negociados de buena fe entre las partes o en lo dispuesto en el 
Mandato de Conexión.”61 
En el caso concreto, evidenciamos que el concesionario ha observado un 
comportamiento neutral, en la medida que sus argumentos no atañen al 
favorecimiento de un generador en específico, sino más bien a respetar las 
características intrínsecas de las instalaciones SGT y la observancia de las 
obligaciones contractuales que deben cumplir.  
Por tanto, queda demostrado que la materia de análisis de la resolución de mandato 
de Conexión de Cerro Verde, no sólo no contaba con antecedentes similares, sino 
también, no contaba con un marco normativo (criterios, consideraciones, requisitos, 
etc.) suficiente para resolver el problema.  
En ese sentido, se debería recurrir a una de las opciones dadas por el Documento de 
Trabajo Nro. 22-GFE elaborado por Osinergmin en el que se establece la 
posibilidad de emitir Mandatos de Conexión con condiciones, por los cuales podría 
sustituirse la voluntad de las partes por los términos económicos y técnicos que 
determine el regulador.  
Evidencia de la necesidad de emitir ese tipo de resoluciones, no postergando el 
consenso de las condiciones a un momento posterior a la emisión del mandato de 
conexión, es que en el caso de la resolución emitida en favor de Cerro Verde, si 
bien el concesionario SGT permitió el acceso dispuesto, ha manifestado su 
disconformidad ante el Ministerio de Energía y Minas solicitando su intervención 
                                                        
61 Art. 2 del Procedimiento para fijar las condiciones de uso y acceso libre a los Sistemas de Transmisión y 
Distribución Eléctrica aprobado por Resolución de Consejo Directivo N° 091-2003-OS/CD 
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a fin de rectificar el mandato, toda vez que consideran existen una vulneración al 
marco normativo y pone en peligro el cumplimiento del contrato SGT suscrito. 62 
Más aún, dentro de las acciones a tomar por parte del concesionario se menciona la 
posibilidad de interponer, de acuerdo a lo pactado, una demanda arbitral contra el 
Estado de Peruano, con el objeto de ventilar en dicha jurisdicción el incumplimiento 
de las obligaciones asumidas en su calidad de concedente, pues se estaría avalando 
que las obligaciones de ATS frente al Estado puedan volverse inejecutables e 
inexigibles.  
Al respecto, lejos de realizar un análisis sobre la pertinencia o no del recurso legal 
con el que cuenta ATS, es indispensable recalcar que se evidencia que  la emisión 
del mandato de conexión ha sido eficaz al disponer y lograr el acceso físico de las 
instalaciones de Cerro Verde al SGT; sin embargo, al no pronunciarse debidamente 
respecto de la situación legal de ATS y los argumentos e intereses válidamente 
invocados, que son en última instancia los intereses del Estado Peruano, ha 
generado y continuará generando una situación de incertidumbre sobre las 
repercusiones legales que se suscitarán al termino del contrato de concesión. 
En esa línea, consideramos necesario que Osinergmin recoja y aplique mayores 
criterios jurídicos o, en su defecto, regule debidamente el procedimiento que creo 
para tal. La normativa vigente, a todas luces, no es suficiente para resolver la 
casuística actual que se diera como consecuencia de la utilización de figuras 
contractuales modernas para el desarrollo de proyectos de inversión con 
financiamiento privado.  
En su defecto, deberá buscarse otras alternativas que consideren, inclusive, la no 
utilización de redes de transmisión cuyos costos de inversión para su construcción 
                                                        
62 Información extraída del Acceso a la Información Pública del Exp. de Solicitud de Mandato de Conexión de 
Cerro Verde. Ver anexo N° 4. 
 60 
 
y operación superaron los 2 mil millones en el 201463, debido a las grandes 
longitudes que las mismas comprenden. Deberá considerarse, en cambio, tomar 
mayor atención de la construcción de generadoras en cada región con fuentes de 
energía renovables, cuyas bondades son indiscutiblemente beneficiosas económica 
y ambientalmente, a fin de reducir distancias respecto de las industrias que 
requieren grandes cantidades de energía. Es en esa línea que el D. S. Nro. 064-2010-
EM que aprobó la Política Energética Nacional, ha establecido que Perú debe contar 
con una matriz energética diversificada. 
CONCLUSIONES. 
 
 
1. La reforma del sector eléctrico, iniciada con la dación de la Ley de Concesiones 
Eléctricas y su posterior reforzamiento con la Ley para asegurar el Desarrollo eficiente 
de la Generación Eléctrica, tenía como objetivo principal impulsar la inversión privada 
en la industria energética en crisis. Para ello, se realizó la desintegración del mismo en 
actividades de generación, transmisión y distribución a fin de que dicha inversión fuera 
realizada atendiendo a las características particulares de cada actividad. En esa línea, se 
instauró, en el caso de la actividad de transmisión, el principio de libre acceso a redes 
cuyo objeto principal fue ser un coadyuvante en la competencia del mercado de 
generación energética.  
 
2. La actividad de transmisión eléctrica es considerada una actividad de utilidad pública de 
acuerdo al Art. 2 de la Ley de Concesiones Eléctricas. En efecto, ello se corrobora con 
el hecho de que las líneas de transmisión son consideradas facilidades esenciales que 
permiten que opere la Libre Competencia en el mercado de generación eléctrica y que 
se constituyen, a su vez, en un monopolio natural. Por tanto, el manejo más eficiente de 
                                                        
63 Resumen de Inversión en Transmisión Eléctrica. 
http://www.osinergmin.gob.pe/seccion/centro_documental/electricidad/Documentos/PROYECTOS%20GFE/6.%
20RESUMEN%20ITE.pdf 
 61 
 
dicha actividad se dará a través de la no duplicidad de redes y la administración de las 
mismas por un solo operador.  
 
3. Resulta necesaria la planificación en el desarrollo de instalaciones de transmisión con el 
objeto de contar con redes troncales correctamente distribuidas a lo largo del país; por 
ello, a través del Plan de Transmisión, se instauraron los Sistemas Garantizados de 
Transmisión. El desarrollo de instalaciones pertenecientes a estos sistemas, contemplan 
la suscripción de un contrato B. O. O. T., cuyas prestaciones principales incluyen la 
construcción, operación y devolución del bien concesionado al Estado, finalizado el 
contrato; situación por la cual las facultades de disposición del concesionario se ven 
restringidas en ciertos aspectos al tener que asegurar el efectivo cumplimiento de las 
obligaciones principales que asumieron frente al Estado Peruano en el contrato SGT.  
 
4. Osinergmin, ha diseñado un procedimiento bajo el cual, a efectos de dotar de mayor 
eficacia al principio de libre acceso a redes, el tercero que requiera el acceso a líneas de 
trasmisión pueda realizarlo a través de la suscripción de un Convenio de Conexión por 
trato directo (medida ineficaz a luz de los hechos) o solicitar al regulador la emisión de 
un Mandato de Conexión para el acceso en grado de fuerza. La norma no contempla 
presupuestos, requisitos o condiciones para la obtención de dicho mandato más que el 
contenido técnico que debería presentarse al concesionario.  
 
 
5. En base a lo resuelto por Osinergmin respecto de las Solicitudes de Mandato de 
Conexión estudiadas, se puede concluir que se requiere una mayor regulación en el tema, 
debido a que el principio de Libre Acceso a Redes debe darse bajo la verificación de la 
existencia de ciertos presupuestos y no de manera arbitraria. En específico, los 
concesionarios de instalaciones pertenecientes al SGT no encuentran una valida 
respuesta del regulador en la medida que se falla en base a premisas que buscan excluir 
del análisis las características o tratamiento especial de los SGT. En ese sentido, ante la 
situación descrita, debe realizarse una ponderación de los derechos e intereses de ambas 
partes a fin de evitar perjuicios mayores. 
 62 
 
BIBLIOGRAFÍA 
 
 
 
ALVAREZ MIRANDA, E. “El Modelo económico de la Constitución Peruana” Ius et veritas, 
N° 48, 2014, pp. 256-269. 
 
BONIFAZ J., “Distribución Eléctrica en el Perú: Regulación y Eficiencia”, Centro de 
Investigación CIUP, Primera edición, Lima, 2001. 
 
 
BUTRON FERNANDEZ C., “Situación actual y el futuro del Mercado de Generación 
Electríca”, Circulo de Derecho Administrativo, N° 16, 2016, pp. 287-297. 
 
CANSECO NUÑEZ L., “Teoría del cuello de botella: Las facilidades esenciales”, Themis, N° 
61, 2012 
 
 
CASSAGNE, J.,Derecho Administrativo. Tomo II, Palestra, Lima, 2010, 2ª ed.  
 
DANOS ORDOÑEZ J., MORÓN URBINA J., HUAPAYA TAPIA R. y otros. “Temas sobre 
Derecho Administrativo Económico y el Régimen de Concesiones” Ius et veritas, N° 42, 2011, 
pp. 395-419. 
 
DAMMERT LIRA A, GALLARDO J. y GARCIA R., “Reformas Estructurales en el Sector 
Eléctrico Peruano”, Osinergmin, Lima, 2015. 
 
DAMMERT LIRA A., GARCIA CARPIO, R. y MOLINELLI  ARISTONDO F., “Regulación y 
supervisión del Sector Eléctrico”, Fondo Editorial de la PUCP, Lima, 2010. 
 
DAMMERT LIRA A., MOLINELLI  ARISTONDO F y CARBAJAL NAVARRO M. 
“Fundamentos técnicos y económicos del Sector Eléctrico Peruano”, Osinergmin, Lima, 2011. 
 
 63 
 
DAMMERT LIRA A., “Equilibrio Económico-Financiero en los Contratos de Concesión en 
Obras de Infraestructura”, Circulo de Derecho Administrativo, N° 7, 2009, pp. 338-345. 
 
DANOS ORDOÑEZ J. “El régimen de los Servicios Públicos en la constitución peruana”. 
Themis, N° 55, 2008, pp. 255-264. 
 
FERNANDEZ, Y. “Reflexiones sobre la noción de red (su relevancia en la regulación de los 
servicios esenciales económicos en red)”., Revista del Derecho de las Telecomunicaciones e 
Infraestructuras en red, Núm. 18, 200, pp. 11-34 
 
FLORES NANO, L. “La Economía Social de Mercado. Pasado, presente y futuro”, Instituto 
Pacífico, Lima, 2015.  
 
FLORES P., Diccionario Jurídico Fundamental, 1ra. Edición. 1998 
 
GAMIO P. “Perú Potencial Energético: Propuestas y Desafíos”, Circulo de Derecho 
Administrativo, N° 16, 2016, pp. 217-231. 
 
GOMEZ H., “Nuevos desafíos para la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del 
INDECOPI: Los Monopolios legales sustentados en Contratos de Concesión”, Revista de la 
Competencia y la Propiedad Intelectual, N° 8, 2014, pp. 37-57. 
 
GORDILLO, A., Tratado de Derecho Administrativo. Tomo II, Porrua, México, 2004, 7ª ed. 
 
GUTIERREZ CAMACHO, W. (Dir.)  La constitución comentada. Análisis artículo por artículo. 
Tomo II, Gaceta Jurídica, Lima, 2005, 3ª ed. 
 
GARCIA SISNIEGAS A. y CARRERAS SCHABAUER N., “Aplicación del principio de acceso 
abierto a las instalaciones de transmisión bajo el régimen del Sistema Garantizado de 
Transmisión”, Revista Peruana de Energía, N° 5, pp. 11-39. 
 64 
 
 
GUZMAN NAPURÍ, C., La constitución política: Un análisis funcional, Gaceta Jurídica, Lima, 
2015.  
 
HERNANDEZ H., “El procedimiento administrativo trilateral. La administración como árbitro 
cuasi jurisdiccional”, Manual del Procedimiento Administrativo General, 1ra. Edición, Gaceta 
Jurídica, 2011, pp. 135-154.  
 
 
HUAPAYA TAPIA R. “Concepto y régimen jurídico del Servicio Público en el Ordenamiento 
Público Peruano” Ius et veritas, N° 50, 2015, pp. 368-397. 
 
JEZÉ, GASTÓN, Los principios generales del Derecho Administrativo, Reus, Madrid, 1928, 2ª 
ed. 
 
KRESALJA B. y OCHOA C., “El régimen económico de la Constitución de 1993”, Fondo 
Editorial PUCP, Lima, 2012. 
 
KRESALIJA B. y QUINTANA E. “La doctrina delas facilidades esenciales y su recepción en 
el Perú”, Ius et veritas, N° 31, 2005, pp. 68-89. 
 
LANDA C., “La constitucionalización del Derecho Administrativo”, Themis, N° 69, 2016, pp. 
199-217. 
 
LIPSKY A.  y SIDAK G.., “Facilidades esenciales”, Ius et veritas, N° 27, 2003, pp. 126-168. 
 
LAZARTE MEDIDA J., “El concepto de servicio público en el Derecho Peruano”, Ius et 
veritas, N° 26, 2003, pp. 68-85. 
 
 65 
 
LUYO J., “ De la crisis a las reformas regulatorias en el Sector Energía”, Circulo de Derecho 
Administrativo, N° 12, 2009, pp. 317-328 
 
OTINIANO CARBONELL, M. “La regulación de los servicios públicos: la experiencia de 
OSINERGMIN”, Circulo de Derecho Administrativo, N° 12, 2012, pp. 77-85. 
 
QUIÑONES ALAYZA, M., “Mercado eléctrico en el Perú; ¿Una utopía?”, Themis, N° 50, 2005, 
pp. 73-85 
 
QUIÑONES ALAYZA, M. y QUINTANILLA ACOSTA E., “Sector Eléctrico: Marco 
institucional, problemas y nuevas tendencias”. Themis, N° 69, 2016, pp. 133-145.  
 
QUIROGA M. “A mayor regulación, mayor competencia: El caso de la interconexión en las 
industrias de Electricidad y Telecomunicaciones”, Derecho y Sociedad, N° 45, 2015, pp. 199-
210. 
 
RODRIGUEZ S. y CASTAÑEDA M., “Concesiones Eléctricas: Una propuesta para mejorar su 
financiamiento”, Circulo de Derecho Administrativo, N° 16, 2016, pp. 191-200. 
 
SANCHEZ ZEGARRA, E., ¿Mayor competencia en el sector eléctrico peruano?, Revista de 
Economía y Derecho, N°, pp. 101-124 
 
SALVATIERRA COMBINA, R., “Los contratos de concesión en el Sector Eléctrico”. Circulo de 
Derecho Administrativo, N° 7, 2009, pp. 317-328. 
 
SALVATIERRA COMBINA, R., “Sector Eléctrico- A los veinte años de la reforma”, Themis, N° 
61, 2012, pp. 223-240. 
 
SANTIVAÑEZ R. Y SUMAR P., “Cuarenta años de evolución del marco legal peruano de la 
transmisión eléctrica”, Revista Peruano de Energía, N° 1, pp. 83-116. 
 66 
 
 
SHIMABURKURO TOKASHIKI, N. “Privatización y extinción del régimen concesional en 
materia de servicios públicos y obras públicas de infraestructura en el marco jurídico de 
Promoción de la Inversión Privada”, Circulo de Derecho Administrativo, N° 16, 2016, pp. 75-
105. 
 
SOTO CARRILLO, G., “El acceso de terceros a instalaciones de transmisión eléctrica”, Ius et 
Veritas, N° 44, 2012, pp. 224-249 
 
TOVAR GIL, M. “Apuntes sobre el libre acceso a las redes”, Circulo de Derecho 
Administrativo, N° 4, 2008, pp. 357-363. 
 
URBINA M., “Comentarios a la Ley de Procedimientos Administrativos General”, Gaceta 
Jurídica, Lima, 2015. 
 
ZEGARRA VALDIVIA D., El servicio público. Fundamentos, Palestra, Perú, 2005. 
 
 
 
 
Consultas web. 
 
 
- “Resumen de Inversión en Transmisión Eléctrica”. 
http://www.osinergmin.gob.pe/seccion/centro_documental/electricidad/Documentos/P
ROYECTOS%20GFE/6.%20RESUMEN%20ITE.pdf 
 
 
- “La cuestión 'esencial' de la interconexión y el libre acceso a las infraestructuras: de 
dónde viene y a dónde va” 
https://app.vlex.com/#vid/164637 
 
 
 67 
 
 
ANEXOS 
 
1. Plan de tesis 
 
2. Resoluciones obtenidas de la solicitud de Acceso a la Información Pública presentada ante 
OSINERGMIN. 
 
3. Solicitud de emisión de Mandato de Conexión presentado por Sociedad Minera Cerro Verde.  
 
4. Recurso de reconsideración presentado por Abengoa Transmisión Sur. 
 
 
 
